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REIMPLANTACIÓN DEL IMPUESTO
A LA TRANSMISIÓN GRATUITA DE BIENES
JOSÉ OSVALDO CAEÁS
I. CONTENIDO DEL PRESENTE TRABAJO
A casi dos décadas de su supresión en los ordenamientos
tributarios locales, la provincia de Buenos Aires ha procedi-
do, recientemente, a reimplantar el Impuesto a la Transmi-
sión Gratuita de Bienes en su jurisdicción, bien que supedita-
da su operatividad a] dictado de normas complementarias
por el Poder Ejecutivo provincial.
La circunstancia apuntada en el párrafo precedente, nos
ha movido a efectuar una reseña sobre el gravamen, funda-
mentalmente dividida en cuatro módulos. El primero, dedica-
do a comentar las curiosas características y las observaciones
constitucionales a que se ha hecho acreedor el impuesto, tal
cual se lo ha concebido en el referido Estado provincial. El se-
gundo se ocupará de historiar, en apretada Síntesis, el papel
que ha tenido el gravamen dentro del sistema tributario
argentino, desde su nacimiento hasta su abrogación. El ter-
cero será orientado a ponderar las circunstancias que justiﬁ-
can en la actualidad la reimplantación del impuesto local.
Finalmente, el cuarto abordará las modalidades que, según
nuestro parecer, deberá reunir, para superar de tal modo las
numerosas críticas que de ordinario se le formulan.
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II. REIMPLANTACIÓN DEL IMPUESI‘O
A LA TRANSMISIÓN GRATUITA DE BIENES
EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
El Boletín Oﬁcial de la provincia de Buenos Aires, en el
“Suplemento” del 23 al 31 de enero de 19951, publicó la ley
11.612, autotitulada: Ley Provincial de Educación.
El Capítulo IX de la citada norma, se reﬁere al “Fondo
Provincial de Educación”, su patrimonio y recursos, el que se
nutre, además de otros ingresos, de los provenientes de va-
rios conceptos tributarios o paraﬁscales. Se afectan con tal
destino: a) el 6% de lo recaudado por el juego de azar denomi-
nado Bingo (art. 126); b) el 5% del beneﬁcio bruto del juego de
casinos asignado al Ministerio de la Familia y Desarrollo
Humano (art. 127), y c) un adicional de monto ﬁjo, de S 1 y
S 1,50, aplicable en el Impuesto a los Automotores y en el Im-
puesto Inmobiliario, según que la valuación ﬁscal de los bie-
nes alcanzados por los expresados tributos, supere los montos
que al efecto se ﬁjan en cada caso (art. 129).
Seguidamente, por el artículo 130, se restablece el im-
puesto que aquí comentamos, sobre la base de los enunciados
que literalmente disponen:
“ARTÍCULO 130: Establécese un impuesto a la transmi-
sión gratuita de bienes cuyo objetivo sea gravar todo aumento
de riqueza a título gratuito, incluyendo: herencias, legados,
donaciones, renuncias de derechos, enajenaciones directas o
por interpósita persona en favor de descendientes del transmi-
tente o de su cónyuge, los aportes o transferencias a las
sociedades.
"Las escalas a aplicar serán progresivas en función de la
cuantía de los bienes transmitidos y el grado de parentesco
entre el transmitente y el beneﬁciario. Dichas escalas, como
asimismo las exenciones correspondientes serán especiﬁcadas
en la reglamentación de la presente.
"El total del monto recaudado resultante constituirá
fuente de recursos del Fondo Provincial de Educación”.
Corresponde señalar que, conforme al artículo 165, la ley
ha entrado en vigencia al día siguiente de su publicación en el
l Ejemplar n" 22.815, publicado el 31-1-1995, ps. 1 a 11.
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Boletin Oﬁcial, esto es, el 19-11-1995, y que por el artículo 134,
se dispone que el Poder Ejecutivo deberá reglamentarla en el
plazo de sesenta días de dicha fecha, agregándose que “en
ausencia de reglamentación, los funcionarios competentes re-solverán las situaciones sometidas a su consideración, aten-
diendo a la naturaleza de las mismas y conforme lo normado
por la presente ley, cuyo contenido es operativo”.
A pesar de que la deﬁnición asumida en el último enun-
ciado transcripto podría sugerir la operatividad actual y plena
del gravamen, entendemos que el Impuesto a la Transmisión
Gratuita de Bienes deviene en una primera etapa inexigíble,
situación que se mantendrá hasta tanto se dicte la reglamen-
tación. Ello así, desde que existe un impedimento manifiesto
para la determinación de un tributo incompletamente legisla-
do, puesto que en la ley únicamente se describió, y de modo
imperfecto, el elemento material del hecho imponible, sin ﬁjar
las exenciones, escalas, mínimos no imponibles y criterios de
valuación de los bienes (elemento cuantitativo). La ley, si
bien bosquejó el objeto del impuesto, no ha enunciado los
restantes componentes estructurales del tributo, tales como
sus sujetos pasivos (elemento personal), bienes atraídos al
poder ﬁscal provincial (elemento espacial), y momento de per-
feccionamiento del hecho imponible (elemento temporal), lo
que impide, en términos concretos, establecer, además del
quantum, quién, por qué, y cuándo debe ingresar el gravamen
de marras.
1. Objeciones de índole constitucional
A poco de haberse publicado la Ley Provincial de Educa-
ción, ya se han agitado las más diversas impugnaciones cons-
titucionales contra el impuesto que se reimplanta. Una desa-
pasionada consideración de las mismas, exhibe a algunos de
los reparos como totalmente huérfanos de sustento, e incluso
desacertados al momento de interpretar regulaciones centrales
del Estatuto Fundamental; mientras que, en cambio, otros, se
muestran como un valladar insalvable, particularmente en
cuanto a la implementación del tributo, mediante la delegación
inconstitucional, por la que se diﬁere a la reglamentación la
conformación prácticamente total del mismo.
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1.1. Competencia provincial para el establecimiento del
impuesto
En reciente artículo editorial del diario La Nación, ti-
tulado "Un impuesto arcaico e inconstitucional", se levantan
variadas críticas contra el gravamen reimplantado por la Le-
gislatura de la provincia de Buenos Aires. Entre ellas, se se-
ñala: “El tributo en cuestión es deﬁnitivamente un impuesto
directo, de aquellos que la Constitución Nacional reserva a las
facultades ﬁscales del Estado federal, y su aplicación en el
ámbito provincial resulta, por lo tanto, contraria al orden
institucional —que admite para las provincias la imposición
indirecta- y extraña, además, a las atribuciones impositivas
provinciales y alas tradiciones en la materia”.
Las consideraciones contenidas en el prestigioso matuti-
no son sólo exactas en cuanto ubican al impuesto sucesorio
dentro de las contribuciones directas —más allá de las diﬁ-
cultades que afronta la doctrina al adoptar criterios para
diferenciar los impuestos en directos e indirectos—, pero en
cambio, sorprendentemente, incurre en seria contradicción
,con la hoy pacíﬁca interpretación de la Constitución Nacio-
nal, en punto a la forma en que ha resuelto la distribución de
la renta pública entre los diversos planos de gobierno. A este
respecto, tanto en la doctrina constitucional como tributaria,
e igualmente en la jurisprudencia de nuestro máximo tribu-
nal, se asigna a la Nación y a las provincias, en forma con-
currente y permanente, la imposición indirecta, a excepción
de las rentas aduaneras que son nacionales; reconociendo
que los impuestos directos, en cambio, son recursos exclusi-
vos, ordinarios y permanentes de las provincias, si bien la
Nación puede acceder a ellos por tiempo determinado, cum-
plidos los requisitos de excepcionalidad consignados en elartículo 67, inciso 29, de la Constitución (texto 1853/1860),
tributos que recaudados por la Nación, salvo afectación
especíﬁca, en ambos casos —-tanto directos como indirectos-
deberán ser coparticipados con las provincias (art. 75, inc. 2g
in ﬁne del ordenamiento, según reforma de 1994).
2 Diario La Nación, editorial central del 25-II-1995, Primera Sección,
p. 6.
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En síntesis, a la fecha, nadie —salvo el editorial referi-
do- cuestiona que el Impuesto a la Transmisión Gratuita de
Bienes, también denominado impuesto sucesorio, impuesto a
la herencia, o impuesto al enriquecimiento patrimonial a títu-
lo gratuito, constituye un recurso ordinario y permanente de
los ﬁscos locales o provinciales, en tanto tributo directo, razón
por la cual la provincia de Buenos Aires al sancionarlo no ha
excedido en modo alguno sus poderes conservados o retenidos
a tenor del Estatuto Constitucional.
Se impone hacer la aclaración precedente, frente al inu-
sual error incurrido por el diario La Nación, producto quizás
de su persistente oposición al impuesto sucesorioil, ya que si
bien las competencias tributarias del gobierno federal y de las
provincias suscitaron encendidas polémicas hasta las primeras
décadas del presente siglo, tal cual da cuenta Manuel L. López
Varela, en la obra que publicara en el año 19254, las mismas
quedaron acalladas con la sentencia de la Corte Suprema de
Justicia de la Nación del 28-IX-1927, recaída en la causa: SA.
Mataldi Simón Ltda. c/ provincia de Buenos Aires, por repetí-
ción de pago de impuestos5. La uniforme interpretación consti-
tucional, que sobre la asignación de las fuentes tributarias
hemos referido, puede consultarse, entre otros muchos califica-
dos exponentes del Derecho Tributario argentino, en las obras
y trabajos de Juan Carlos Luqui“, Horacio A. García Belsunce7,
3 El diario La Nación ha dedicado, desde la rehabilitación de las
instituciones democráticas en diciembre de 1983, tres articulos editoriales
centrales fundando objeciones e una eventual reimplantación del impuesto
sucesorio. Además del consignado en la note 2, pueden consultarse: “Sobre
el impuesto a le herencia", del 18-l-1984, Primera Sección, p. 6 y “El
impuesto e la herencia", del 19-V-1985, Primera Sección, p. 8.
4 López Varela, Manuel L., El Régimen Impositiva Argentino, su 0r-
ganización Actual y su Reforma, Librería y Casa Editora de Jesús
Menéndez e Hijo, Buenos Aires, 1925.
5 Fallos, 149260.
e Luqui, Juan Carlos, “Los poderes ﬁnancieros del gobierno federal",
L.L., t. 1977-B-879 y siga, y “La unidad de la Nación y los poderes
ﬁnancieros provinciales", L.L., t. 197B-C-1000 y siga. También pueden con-
sultarse ambos ensayos en Derecho Constitucional Tributario. Depalma,
Buenos Aires, 1993, ps. 79 y siga, y ps. 89 y sige.
7 García Belsunce, Horacio A., “La distribución de los poderes imposi-
tivos”, en Estudios Financieros, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1966, ps.
188 y sige.
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Héctor B. VillegasB, Enrique J. Reíg9, Enrique G. Bulit Goñilo
y Rodolfo R. Spisso“. Dentro de los estudiosos del Derecho
constitucional baste citar, en sentido concordante, la reconoci-
da opinión de Juan A. González Calderón”, Segundo V. Lina-
res Quintana!3 y Germán J. Bidart Campos“.
1.2. La doble imposición que generaría el impuesto
El editorial del diario La Nación también apunta que “el
Estado nacional ya viene gravando los patrimonios y prevé
extender la carga a todo el conjunto de los bienes, inclusive
los que están dedicados a la producción”, para agregar segui-
damente: “el impuesto provincial a la herencia, aunque se
llame de otro modo, vendrá a gravar los mismos patrimonios
que están ya alcanzados por los tributos que percibe la DGI,
en un ﬂagrante caso de doble imposición, en una economía
que necesita capitalizarse”.
A tal respecto, cabe efectuar dos puntualizaciones. La
primera, que la doble o múltiple imposición ha tendido a ser
eliminada mediante las obligaciones impuestas a los ﬁscos
\
3 Villegas, Héctor B., Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tri-
butario, 59 ed., Depalma, Buenos Aires, 1992, ps. 215 y siga.
9 Reig, Enrique J., Los Recursos del Tesoro Nacional en la Constitu-
ción Argentina, conferencias pronunciadas en la Academia Nacional de
Ciencias Económicas el 16 de julio y el 20 de agosto de 1991, en el
Seminario que sobre El régimen económico de la Constitución Nacional,
realizaron las Academias Nacionales de Ciencias Económicas, de Ciencias
Morales y Políticas, y de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires.
Separata respectiva, punto 2.2.: Las normas constitucionales de 1853. Sus
antecedentes y enmiendas, ps. 10 y sigs.
¡0 Bulit Goñi, Enrique G., “Distribución de competencias tributarias
entre distintos niveles de gobierno”, Cuadernos Iberoamericanos de Estu-
dios Fiscales, n" 6, septiembre/diciembre de 1987, Madrid, 1987, ps. 459
y Sigs.
¡1 Spisso, Rodolfo R., Derecho Constitucle Tributario, Dapalma,
Buenos Aires, 1991, ps. 64 y sigs.
12 González Calderón, Juan A., Derecho Constitucional Argentino, 3°
ed., T. III, J. Lajouane, Buenos Aires, 1931, ps. 50 y sigs.
13 Linares Quintana, Segundo V., Tratado de la Ciencia del Derecho
Constitucional Argentino y Comparada, T. V, 2B ed., Plus Ultra, Buenos
Aires, 1979, ps. 235 y sigs., en particular p. 276.
14 Bidart Campos, Germán J., Tratado Ekmental de Derecho Consti-
tucional Argentino, T. II, Ediar, Buenos Aires, 1988, ps. 123 y sigs.
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contratantes por las sucesivas leyes de coparticipación
impositiva, y en la actualidad por la ley 23.54815, y que a
tenor de esta última. por su artículo 99, inciso b), luego de
consagrarse la prohibición de aplicar gravámenes locales aná-
logos a los nacionales distribuidos por dicha ley, se excluye
expresamente del supuesto de analogía a “los impuestos
provinciales sobre la propiedad inmobiliaria, sobre los ingre-
sos brutos, sobre la propiedad, radicación, circulación o
transferencia de automotores, de sellos, y transmisión gratui-
ta de bienes". Y la segunda que, más allá de que difícilmente
pueda sostenerse la analogía de los presupuestos de hecho de
los gravámenes patrimoniales en sus variadas modalidades
(Impuesto al Patrimonio Neto, Impuesto sobre los Capitales,
Impuesto sobre los Activos, Impuesto sobre los Bienes Per-
sonales no Incorporados al Proceso Económico, etc.), con el
que alcanza a los enriquecimientos a título gratuito, es doc-
trina inveterada de la Corte Suprema de Justicia de la
Nación, partiendo de la ya citada causa Sociedad Anónima
Mataldi, Simón Ltda. c/ provincia de Buenos Aires, por repe-
tición de pago de impuestos, sentencia del 28-IX-1927, en
materia de gravámenes indirectos, y sirviendo de ejemplo el
caso Leopoldo L. Boﬁ‘ï c/ provincia de Buenos Aires‘G, senten-
cia del 3-III-1948, tratándose de tributos directos, que la do-
ble imposición por sí sola no contraviene normas constitucio-
nales, lo que la condujo a sostener que tal agravio, cuando es
llevado a sus estrados, propone el tratamiento de una cues-
tión insustancial que no justiﬁca la apertura del recurso y su
pronunciamiento”. Todo ello, sin pasar inadvertido, que a
partir de in re Gustavo A. Federking c/ Nación Argentina”,
sentencia del 28-VIII-1942, el alto tribunal agregó, que si
bien el doble gravamen sobre la misma materia y por el
mismo concepto no es inconstitucional, tal aﬁrmación es váli-
da “en tanto no se exceda el límite que ﬁja el concepto de con-
ﬁscatoriedad", doctrina que reiterara en las causas S.A.
¡5A.D.L.A., T. XLVIII-A, ps. 53 y siga.
¡5 Fallos, 2102172.
¡7 Casas, José 0., Presión Fiscal e Inconstitucionalidad, Depalma,
Buenos Aires, 1992, ps. 126 y sigs.; v. igualmente, Fallos, 1532227;
181:184; 184:639; 185:209; 188:462; 1932397; 217:189; 2202119; 2432280;
257:127; 2632534; 30121028.
13 Fallas. 193z397.
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General Electric c/ Municipalidad de Rosario - Santa Fe”,
sentencia del 8-III-1963 y SA. Bodegas y Viñedos Saint
Remy”, sentencia del 6-VIII-1965, aspecto que deberá ser
materia de invocación y prueba en cada caso que se ventile
en la instancia judicial.
1.3. Afectación al artículo 14 bis de la Constitución Nacional
Continuando con el editorial del matutino al que ya he-
mos hecho referencia, en él también se agrega que el acervo
hereditario puede venir constituido por “una casa que no par-
ticipe de producción alguna, y pagar el impuesto puede exigir,
entonces, la venta o el desalojo de los herederos, sumando
aﬂicciones en un momento particularmente doloroso para los
familiares”, rematando como conclusión que “desde este punto
de vista, se ha sostenido que pueden verse comprometidos
derechos consagrados por el artículo 14 bis de la Constitución
que procura la protección integral de la familia".
La argumentación precedente, si bien efectista, en nues-
tro concepto, carece de consistencia, ya que todo hace suponer
‘que un Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes ínte-
gramente legislado, contendrá las dispensas o excepciones
correspondientes, dando cumplimiento al mandato constitu-
cional de brindar tutela a la familia.
Es útil tener presente que el impuesto que hoy se reim-
planta en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, en su
última regulación, esto es, en su Código Fiscal, texto ordenado
en el año 197621, Libro Segundo: Parte Especial; Título III:
Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes; Capítulo IV:“Intereses y exenciones”, cntemplaba en el artículo 148, la exo-
neración de] gravamen, entre otros, en los siguientes supuestos:
“¡9Las herencias a favor del cónyuge, o de los hijos o de
los padres, cuando cada hijuela no exceda del límite que ﬁje
la ley impositiva, a cuyo efecto se computarán los anticipos o
transferencias efectuadas en vida por el autor de la sucesión.
Esta exención rige también para los legados y donaciones;
19 Fallos, 255:66.
20 Fallos, 262:367.
21A.D.L.A., t. XXXVI-D, ps. 3333 y sigs.
DOSSIER DE DERECHO TRIBUTARIO 205
(...)
ff) Las transmisiones por causa de muerte del bien de
familia constituido conforme a la ley nacional 14.394, a favor
de las personas mencionadas en el articulo 36 de la misma y
siempre que no resultare desafectado dentro de los cinco años
de dicha transmisión.
"Las transmisiones por causa de muerte a favor de as-
cendientes, cónyuges o descendientes del bien inmueble
urbano destinado totalmente a vivienda del causante o su
familia o de la ﬁnca rural explotada total y directamente por
el causante o su familia, siempre que, en ambos casos, sean
única propiedad y el valor del inmueble no exceda de la canti-
dad que fije la ley impositiva;
(...)
"m) Las transmisiones por causa de muerte, de los depó-
sitos dejados por los causantes en instituciones oficiales, o con
personería jurídica de derecho público, para la adquisición de
unidades de vivienda propia, siempre que los beneficiarios
sean el cónyuge y/o hijos y cuyo monto no supere el importe
que fije la ley impositiva”.
Por otra parte, si nos detenemos en la Constitución de la
provincia de Buenos Aires —text&según reforma introducida
por la Convención Constituyente de 1994-, se advertirá que
por el artículo 36, inciso 7°, se reconoce como derecho social el
“derecho a la vivienda", comísíonando a las autoridades para
que promuevan el acceso a la misma y la constitución del
asiento del hogar como bien de familia”, postulado que se
infringiría si el Impuesto a la ’Iïansmisión Gratuita de Bienes
se convirtiera en una herramienta de despojo y de vulneración
del apuntado derecho. En tales circunstancias, estimamos que
la crítica que se formula desde este ángulo, resulta extempo-
ránea por prematura.
1.4. Indebido delegación de potestades legislativas
Como podrá comprobarse, el artículo 130 de la Ley Pro-
vincial de Educación, si bien consagra el establecimiento del-
Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes, por el mismo
22 A.D.L.A., Boletín Informativo, Suplemento Especial n" 2, 1994, ps.
6 y siga.
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sólo se conforma un boceto difuso e insuﬁciente del objeto o
elemento material del tributo, al tiempo que se imparte la
directiva de que las escalas a aplicar sean' progresivas en
función de la cuantía de los bienes transmitidos y del grado
de parentesco entre el transmitente y el beneﬁciario, dele-
gando in totum, a la reglamentación de la ley, la caracteri-
zación efectiva del gravamen.
Tal disposición resulta palmariamente inconstitucional.
y cae dentro del ámbito de prohibición deﬁnido por el artículo
29 de la Ley Fundamental, en cuya virtud se veda la conce-
sión, por el Congreso al Ejecutivo nacional, y por las legisla-
turas provinciales a los gobernadores de provincia, de facul-
tades extraordinarias o la suma del poder público.
Sobre este particular, la Constitución Nacional —incluso
computando las reformas introducidas en el año 199423—, ha
asignado preponderancia a la rama legislativa en todo lo con-
cerniente a la materia ﬁnanciera, adquiriendo el consi-
guiente principio de legalidad, el carácter de estricta reserva
de ley en el campo tributario. Es así que sin ley no hay tribu-
to —arts. 49, 17 y 75, incs. 19 y 29-; pero igualmente, sin ley
‘tampoco hay empréstito —art. 75, incs. 49 y 79-; presupuesto
—art. 75, inc. 8‘-’—;ni moneda —art. 75, inc. 11, en todos los
casos del Estatuto Fundamental, texto resultante de la Re-
forma de 1994-, lo que puede resumirse diciendo que sin
ley, en la Constitución de la República Argentina, no hay
ﬁnanzas“.
A su vez, la reserva de ley tributaria puede estar con-
sagrada en dos formas puras diferentes. En sentido positivo,
cuando se asigna la competencia al órgano constitucional
depositario de la voluntad general y concebido para cumplir
el rol legislativo; y de modo negativo, en el caso de que se
prive de ella al órgano al cual la Constitución encomienda la
23 Constitución de la Nación Argentina - Texto Oﬁcial. Publicación
ordenada por el Congreso de la Nación, mediante la ley 24.430 (AD.L.A.,
Suplemento Especial, 1995).
24 Casás, José 0., I"Estudio preliminar sobre los aspectos introducto-
rios al principio de reserva de ley en materia tributaria (Denominación del
principio. Fundamentos. Sistemas)", en Estudios de Derecho Constitucio-
nal Tributario, obra coordinada por el académico Horacio A. García
Belsunce, realizada en homenaje al profesor Juan Carlos Luqui, Depalma,
Buenos Aires, 1994, ps. 151 y sigs.
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función ejecutiva. Además de las formas puras y expresas,
algunas prescripciones constitucionales estatuyen la reserra
de ley en forma bivalente —posítiva y negativa al mismo
tiempo—, mientras que otras importan deﬁniciones implíci-
tas sobre el particular.
En nuestra Constitución, el principio se maniﬁesta en for-
ma positiva en el articulo 49, cuando al enumerar los recursos
que integran el Tesoro nacional, hace mención “a las demás
contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la pobla-
ción imponga el Congreso General”; en el artículo 52, en cuanto
dispone que “a la Cámara de Diputados corresponde exclusiva-
mente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y recluta-
miento de tropas”; y en el artículo 75, incisos 19 y 29, cuando
asigna como atribución del Congreso: “1. Legislar en materia
aduanera. Establecer los derechos de importación y exporta-
cion, los cuales, así como las aualuaciones sobre las que recai-
gan, serán uniformes en toda la Nación”, para agregar en el
inciso 29: “Imponer contribuciones indirectas como facultad
concurrente con las provincias. Imponer contribuciones direc-
tas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en
todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguri-
dad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribu-
ciones previstas en este inciso, con‘excepción de la parte o el
total de las, que tengan asignación especíﬁca, son copartici-
pables”. Por su parte, el principio adquiere su modalidad posi-
tiva-negativa cuando proclama la potestad normativa del Po-
der Legislativo y la exclusión de cualquier otro distinto, lo que
ocurre cuando en la tercera proposición del artículo 17 del
Estatuto se consagra que “sólo el Congreso impone las con-
tribuciones que se expresan en el artículo 4". La regla se formula
en forma negativa implícita o indirectamente, como lo señala el
profesor Dino Jarach25 cuando por el artículo 29 se previene
que “el Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, ni
las Legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia,
facultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni
otorgarles sumisiones o supremactas por las que la vida, el
honor o la fortuna de los argentinos queden a merced de gobier-
nos o persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan consigo
una nulidad insanable, y sujetarán a los que los formulen, con-
25 Jarach, Dino, Curso Superior de Derecho Tributario, T. I, 2° ed.,
Liceo Profesional Cima, Buenos Aires, 1969, p. 102.
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sientan o ﬁrmen, a la responsabilidad y pena de los infames
traidores a la patria"; en el artículo 76, cuando “se prohibe la
delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias
determinadas de administración o de emergencia pública, con
plazo ﬁjado para su ejercicio y dentro de las bases de la dele-
gación que el Congreso establezca”; y en el artículo 100, inciso
79, cuando, indirectamente, se acotan las atribuciones del Po-
der Ejecutivo en materia de recursos tributarios, en tanto al
jefe del Gabinete de Ministros, se le asigna la de “hacer recau-
dar las rentas de la Nación y ejecutar la Ley de Presupuesto
Nacional”, lo que descarta que esté habilitado para crear gra-
vámenes. A su vez, la facultad de normación presidencial, en
general, reaﬁrma en forma negativa el principio de reserva de
ley tributaria, al reconocer un estrecho campo a tal actividad,
ya que el artículo 99, inciso 29, del Estatuto Fundamental pre-
dica que “expide las instrucciones y reglamentos que sean nece-
sarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de
no alterar su espiritu con excepciones reglamentarias”, mien-
tras que por el inciso 39, luego de sentar la regla, en el párrafo
segundo, de que “el Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso
x n bajo pena de nulidad absoluta e insanable emitir disposiciones
de carácter legislativo", en el párrafo tercero, cuando se admite
la posibilidad excepcional de dictar decretos por razones de ne-
cesidad y urgencia, se excluye tal facultad tratándose de “nor-
mas que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régi-
men de los partidos politicos”.
Concordantemente con el programa y sistema constitu-
cional de la República, el maestro Juan Carlos Luqui ha seña-
lado que el principio constitucional de legalidad sólo puede ser
satisfecho, en tanto la ley formal-material contenga todos los
elementos esenciales para crear de manera cierta la obliga-
ción, es decir: “a) el hecho imponible, deﬁnido de manera cier-
ta; b) los presupuestos de hecho a los que se atribuirá la pro-ducción del hecho imponible; c) los sujetos obligados al pago; d)
el método o sistema para determinar la base imponible, en sus
lineamientos esenciales; e) las alícuotas que se aplicarán paraﬁjar el monto del tributo; f) los casos de exenciones; g) los
supuestos de infracciones; h) las sanciones correspondientes; i)
el órgano administrativo con competencia para recibir el pago;
y j) el tiempo por el que se paga el tributo’ï’ﬁ.
26 Luqui, Juan Carlos, “Las garantías constitucionales de los dere-
chos de los contribuyentes”, L.L., t. 142, ps. 891 y sigs., en particular p.
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A su vez, el profesor Dino Jarach ha efectuado distintas
reﬂexiones describiendo un campo corriente de inconstitu-
cionalidades. Consigna que “muchas veces los que proyectan
leyes impositivas creen que la legislación pudo hacerse por
medio de algunas normas genéricas y dejar que el Poder
Ejecutivo termine la obra reglamentando todo aquello que
quedó en la pluma del legislador”; para continuar: “con esa
creencia puede decirse: se aplicará un impuesto sobre el acti-
vo neto de las empresas y el Poder Ejecutivo reglamentará lo
que se entiende por activo y pasivo" dando poder “al Ejecu-
tivo para establecer cuál es el hecho y la base imponible, o
sea, en deﬁnitiva, establecer sobre qué recaerá el tributo", lo
cual excede en mucho la facultad reglamentaria ya que la
misma “sirve para aclarar algunos conceptos cuando las
deﬁniciones legales no son claras, o para especiﬁcar los prin-
cipios en diferentes casos; pero cuandofalta el concepto y no
ha sido definido normativamente en la misma ley, no se
puede encargar al Poder Ejecutivo que deﬁna el concepto
legal en que está contenido el hecho imponible, porque esto
es lo mismo que decir que el Poder Ejecutivo expresará sobre
qué se aplica el impuesto, y esto, evidentemente, viola el
principio de legalidad en su propia esencia"27.
Sobre este aspecto, el Modelo de Código Tributario para
América Latina, preparado —en el año 1967- para el Pro-
grama Conjunto de Tributación OEA/BID, y que tuvo como
integrantes de su Comisión Redactora a Carlos M. Giuliani
Fonrouge, de Argentina, Rubén Gomes de Sousa, de Brasil, y
Ramón Valdés Costa, de Uruguay, en su Título I: “Disposi-
ciones preliminares", Capítulo I: “Normas tributarias", artícu-
lo 49, anotado por los autores bajo el título “Materia privativa
de la ley”, dispuso: “Sólo la ley puede: 1) crear, modiﬁcar o
suprimir tributos; deﬁnir el hecho generador de la relación
tributaria, fijar la alícuota del tributo y la base de su cálculo
e indicar el sujeto pasivo; 2) otorgar exenciones, reducciones obeneﬁcios; 3) establecer los procedimientos jurisdiccionales y
administrativos, en cuanto éstos signiﬁquen una limitación o
reglamentación de los derechos o garantías individuales; 4)
899; y ensayo publicado bajo el mismo título, en ap. cit. en último término
en nota 6, ps. 23 y sigs., en particular p. 38.
27 Jarach, Dino, op. cit. en nota 25. T. I, ps. 109 y siga.
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tipiﬁcar las infracciones y establecer las respectivas sancio-
nes; 5) establecer privilegios. preferencias y garantías para los
créditos tributarios; 6) regular los modos de extinción de los
créditos tributarios por medios distintos del pago”.
También en el campo doctrinal, en el Simposio sobre “El
principio de legalidad en el Derecho Tributario”29, realizado
durante el año 1986, y organizado por la Facultad de Derecho
y Ciencias Sociales de la Universidad de Montevideo, y el
Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios, con motivo de
cumplirse treinta años de las Primeras Jornadas Latino-
americanas de Derecho Tributario, se logró consenso entre
los más destacados juristas en la especialidad, entre otros, en
los siguientes puntos:
“1. El principio de legalidad, recogido en las Constitucio-
nes latinoamericanas como principio fundamental del Dere-
cho público, tiene especial g'ravitación en materia tributaria,
en la cual asume tenor de estricta legalidad;
(...)
"3. La ley debe establecer todos los aspectos relativos a
la existencia, estructura y cuantía de la obligación tributaria
(presupuesto de hecho, base de cálculo, exoneraciones, alícuo-
tas), así como los relativos a la responsabilidad tributaria, a
la tipiﬁcación de infracciones, imposición de sanciones y esta-
blecimiento de limitaciones a los derechos y garantías indi-
viduales;
(...)
"4. Las excepciones a este principio deben limitarse al
mínimo, estar consagradas explícitamente en los textos cons-
titucionales y en tales casos deben ser temporarias, condi-
cionadas y detalladamente circunstanciadas, exigiéndose en
todos los casos la ratiﬁcación parlamentaria”3°.
(...)
23 Modelo de Código Tributario para América Latina, preparado para
el Programa Conjunto de Tributación OEA/BID, 2° ed., ps. 10 y sigs.,Secretaría General OEA, Washington D.C., 1968.
29 Simposio: El principio de legalidad en el Derecho Tribulario,
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de Montevideo, República
Oriental del Uruguay, Montevideo, 1986.
3° Revista Tributaria, t. XIII, n" 75, año 1986, ps. 520 y sigs., publi-
cación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios, Montevideo, 1987.
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En el campo de nuestra jurisprudencia constitucional, la
Corte Suprema de Justicia de la Nación, a partir de la causa
AM. Delﬁno y 0ta., apelando de una multa impuesta por la
Prefectura Marítima, por infracción al articulo 117 del Regla-
mento del Puerto de la Capital”3l, sentencia del 20-VI-1927,
sentó el principio de que “el Congreso no puede'delegar en el
Poder Ejecutivo o en otro departamento de la Administra-
ción, ninguna de las atribuciones o poderes que le han sido
expresa o implícitamente conferidos", ya que el enunciado “es
un principio uniformemente admitido como esencial para el
mantenimiento e integridad del sistema de gobierno adopta-
do por la Constitución y proclamado enfáticamente por ésta",
agregando que la delegación opera “cuando una autoridad
investida de un poder determinado hace pasar el ejercicio de
ese poder a otra autoridad o persona, descargándolo sobre
ella", para continuar: “existe una distinción fundamental
entre la delegación de poder para hacer la ley y la de conferir
cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un cuerpo administra-
tivo, a ﬁn de regular los pormenores y detalles necesarios
para la ejecución de aquélla; lo primero no puede hacerse, lo
segundo es admitido aun en aquellos casos en que, como en
los Estados Unidos de América, el poder reglamentario del
Poder Ejecutivo se halla fuera de la letra de la Constitución".
El alto tribunal sentó idéntico distingo en materia tribu-
taria al fallar la causa SA. Laboratorios Anodía c/ Nación
Argentina”, sentencia del 13-11-1968, admitiendo la posibili-
dad de habilitar a.l Poder Ejecutivo para reglar pormenores y
detalles para la ejecución de la ley, siempre que la política
legislativa hubiera quedado claramente establecida.
Como síntesis de los pronunciamientos judiciales ante-
riores a la Reforma Constitucional del año 1994, podemos
decir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por un
lado, no pudo pasar inadvertido el principio enfáticamente
proclamado por el artículo 29 de la Constitución, que veda al
Congreso conceder a] Ejecutivo Nacional, y a las Legislaturas
a los gobernadores de provincia, facultades extraordinarias o
la suma del poder público; y por otro, desconocer la concreta
31 Fallos, 1482430.
32 FaLlos, 270:42.
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realidad de numerosas habilitaciones de dicho tipo practi-
cadas en nuestra República, particularmente en el curso de
la segunda mitad del corriente siglo“. Es así que dentro de la
doctrina nacional del Derecho constitucional y administra-
tivo, como lo señala Alberto B. Bianchi“, se ha ido admitien-
do la delegación de facultades legislativas, al menos en su
forma más restringida de delegación impropía, ﬁjándole re-
quisitos y límites en cuanto a su alcance y extensión, así
como también a las materias delegables.
Una completa referencia sobre la delegación legislativa
en materia tributaria, y los estrechos cauces dentro de los
cuales no repugna a la Constitución Nacional, puede consul-
tarse en el minucioso ensayo del académico Horacio A. García
Belsunce, en la obra que bajo su coordinación se realizara en
homenaje al profesor Dr. Juan Carlos Luqui35.
Como consecuencia de la sanción de la ley 24.30936, que
declaró necesaria la reforma parcial de la Constitución Na-
cional de 1853/1860, con las modiﬁcaciones de 1866, 1898
y 1957, el Consejo Directivo de la Asociación Argentina de
Estudios Fiscales, produjo una Declaración el 26 de abril de
199437. En la misma, en lo concerniente al punto G, del
artículo 29, en que se abordaba el tema en consideración, se
pronunció indicando que: “Si bien es saludable la restricción
que propicia, en general, en torno de la delegación legislati-
va, parece razonable que ella sea aceptada, restrictivamente,
para ciertas materias. La norma menciona a las de adminis-
tración, y esto podría plantear dudas sobre si comprende a
las prescripciones de orden tributario, generando una incerti-
dumbre que es necesario aventar. En nuestro criterio, resulta
33 Casás, José 0., op. cit. en nota 24, ps. 179 y sigs.
34 Bianchi, Alberto B., “La delegación de funciones legislativas -Contribución para el estudio de los llamados reglamentos delegados”, E.D.,
t. 122, ps. 97 y sigs‘; y La Delegación Legislativa. Teoría de los Reglamen-
tos Delegados en la Administración Pública, Abaco, Buenos Aires, 1990.
35 García Belsunce, Horacio A., “La delegación legislativa“, en Estu-
dios de Derecho Constitucional Tributario, Depalma, Buenos Aires, 1994,
ps. 1 y siga.
33 AD.L.A., t. LIV-A1 ps. 89 y siga.
37 l‘La Asociación Argentina de Estudios Fiscales ante la declaración
de necesidad de reforma parcial de la Constitución Nacional”, Doctrina
Tributaria Errepar, t. XIV, ps. 828 y sigs.
DOSSIER DE DERECHO TRiBUTARlO 213
conveniente una deﬁnición más precisa —v.gr. pr'oscribién-
dola aun en situaciones de emergencia para los aspectos
estructurales del tributo y admitiéndola en el ámbito de
dichas situaciones sólo en sus elementos cuantitativos de
base y alícuotas—, debiéndose entender en su defecto —en la
redacción hasta hoy propuesta—, que las únicas regulaciones
tributarias que están comprendidas dentro de las materias
de administración, son las que se ubican en el campo del lla-
mado Derecho tributario administrativo, formal o adjetivo,
nunca en el campo material, sustantivo o de fondo”, conclu-
yendo más adelante: “Si se interpretara que la redacción de
los enunciados contenidos en la ley 24.309 no es deﬁnitiva,
propiciamos se recepte que la delegación legislativa en mate-
ria tributaria sólo puede abarcar el Derecho tributario ma-
terial o sustantivo en situaciones de emergencia y única-
mente en cuanto al elemento cuantiﬁcante de la obligación
tributaria, nunca respecto de cuestiones materiales o de fon-
do, dentro de pautas expresas y límites precisos contenidos
en la ley sancionada por el Congreso, en la cual deberá deﬁ-
nirse indubitablemente la politica legislativa y el marco de
acción del reglamento delegado".
Así las cosas, la cuestión debe ser analizada a la luz de
las especiﬁcaciones recogidas en el nuevo artículo 76 de la
Constitución Nacional, por el cual “se prohíbe la delegación
legislativa en el Poder Ejecutivo, salu0 en materias determi-
nadas de administración o de emergencia pública, con plazo
ﬁjado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación
que el Congreso establezca".
Desde nuestra óptica, las disposiciones tributarias sustan-
tivas diﬁcilmente puedan ser subsumibles dentro del giro del
artículo 76, cuando alude a “materias determinadas de admi-
nistración”. A su vez, el otro supuesto contemplado en el ar-
ticulo, “emergencia pública", podría conducir, igualmente, a
descartar la delegación impropia en el campo del Derecho tri-
butario material, más aún si nos valiéramos de una inter-
pretación sistemática que computara que la actual Constitu-
ción ha descartado la procedencia del dictado de “decretos por
razones de necesidad y urgencia”, en materia penal, tributaria,
electoral o en lo concerniente al régimen de partidos políticos.
Sobre la base de las consideraciones efectuadas, en la
parte ﬁnal del párrafo precedente, y equiparando la emergen-
cia pública, con una situación conﬁgurante de un cuadro de
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necesidad y urgencia, bien podríamos concluir sosteniendo,
que lo que no puede hacer el Presidente de la Nación ejerci-
tando sus facultades legislativas excepcionales —mediante
reglamentos de necesidad y urgencia—, tampoco puede
realizarlo en virtud de reglamentos delegados.
De todos modos, como lo hemos aﬁrmado en otra oportu-
nidad”, estimamos que en circunstancias excepcionales de
emergencia pública es posible admitir la delegación impropia
en el campo tributario sustantivo cumplidos los requisitos que
a continuación se indican y dentro de determinados límites:
1‘-‘)Que se veriﬁque una situación efectiva de emergencia
pública, que justiﬁque la inmediatez y celeridad de la ejer-
citación del cometido por la rama ejecutiva, evitando las
demoras propias del trámite parlamentario.
29) Que la delegación impropia no abarque los elementos
estructurales del hecho imponible, esto es, sus distintas
dimensiones (material, personal, espacial y temporal), y sólo
comprenda los aspectos cuantitativos de la obligación tribu-
taria, o sea, los montos ﬁjos, las alícuotas, las escalas, y en el
caso de los gravámenes ad valorem, el establecimiento de sus
‘
bases imponibles. Igualmente apreciamos que es factible
habilitar a la Administración para que decida, bajo ciertas
circunstancias, la suspensión en la aplicación de los tributos,
con carácter transitorio. Ello así, porque sólo en tales su-
puestos es posible que los cuerpos legislativos establezcan las
bases, el marco o el margen dentro del cual habrá de desen-
volverse el Departamento Ejecutivo.
39) Que la delegación impropia se ciña a aquellos
gravámenes que efectivamente requieran de la adopción de
adecuaciones periódicas durante la emergencia, razón que
justamente fundamenta que se ﬂexibilice el principio de
reserva de ley.
49) Que la política legislativa sobre el punto, o las bases
de la habilitación, estén suﬁciente y claramente deﬁnidas,
estableciéndose los criterios y parámetros mínimos y máxi-
mos dentro de los cuales puede operar el Departamento Eje-
3" Casás, José 0., “Reserva de ley en materia tributaria y la reforma
constitucional de 1994", en Doctrina Tributaria Errepar, número extra
177, ps. 344 y sigs., en particular ps. 356 y sigs.
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cutivo, puntualizando a resultas de qué condiciones quedará
habilitado para dictar los reglamentos motivados en la dele-
gación impropia.
59) Que siendo los órganos depositarios de la voluntad
general los titulares del poder tributario, la modalidad a tra-
vés de la cual puedan habilitar a los departamentos ejecu-
tivos para practicar los ajustes cuantitativos en la aplicación
de ciertas leyes ﬁscales sea, en todos los casos pro tempore,
esto es, con plazo ﬁjo para su ejercicio, tal cual lo demanda el
artículo 76 del Estatuto Fundamental.
69) Que se cumplan todas las formalidades establecidas en
la Constitución Nacional y en su caso en las Constituciones
provinciales. Para el supuesto del Gobierno Central, deberá
contarse con el refrendo del jefe del Gabinete de Ministros y el
consiguiente control de la Comisión Bicameral Permanente.
Computados los recaudos enunciados precedentemente,
y confrontados con el artículo 130 de la Ley Provincial de
Educación, todo nos conduce a concluir que estamos en pre-
sencia de una maniﬁesta y palmaria inconstitucionalidad,
por contener una delegación prohibida por la Ley Suprema
que importa conceder al gobernador de la provincia de Buenos
Aires facultades extraordinarias, fulminadas de nulidad
insanable por el artículo 29 de la ‘Constitución de la Repú-
blica. Ello resulta evidente en tanto se tenga en cuenta:
a) Que se ha delegado en el Ejecutivo Provincial la fa-
cultad de deﬁnir y regular el Impuesto a la Transmisión
Gratuita de Bienes, con alcance integral, sin invocar siquiera
que tal abdicación de poder por parte de la Legislatura,
responda a una situación de emergencia pública. Más allá
que la alegación referida, tampoco hubiera bastado para jus-
tiﬁcar un desplazamiento in totum de las potestades imposi-
tivas en favor de otro poder local, máxime cuando el decli-
nante es el órgano depositario de la voluntad general y
titular nato del poder tributario.
b) Que la delegación no se ha limitado a aspectos cuanti-
tativos del tributo, sino a todos sus elementos estructurales.
La insuﬁciente intervención de la Legislatura Provincial,
queda patentizada a través de la simple compulsa de la últi-
ma regulación vigente del Impuesto Sucesorio en la provincia
de Buenos Aires, el cual, en el Código Fiscal (t.o. 1976), Libro
II, Título III, requirió de seis capítulos, y de cuarenta y un
2 16 LECCIONES Y ENSAYOS
artículos, del 116 al 156, ambos inclusive. Alguno de ellos con
numerosos incisos, como el artículo 118 sobre transmisio-
nes gravadas —con nueve—, el artículo 121 relativo a inte-
gración de la transmisión imponible —con ocho—, el artículo
129 referente a determinación del valor de los bienes —con
dieciocho— y el artículo 148 sobre exenciones —también con
dieciocho—, a lo que cabe sumar los artículos 89, 99 y 10 de la
Ley Impositiva de ese mismo año.
La necesidad de tratamientos y deﬁniciones precisas
para legislar el impuesto, también se comprueba, si recorre-
mos las disposiciones de la ley 20.63239. por la cual se regu-
laba en el ámbito de la Capital Federal el Impuesto al Enri-
quecimiento Patrimonial a Título Gratuito, desde que debió
valerse de treinta y dos densos y extensos artículos.
c) El Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes no
es, justamente, de aquellos gravámenes que requieren de
adecuaciones periódicas durante la emergencia, como ocurre,
en cambio, con la imposición al comercio exterior o a los
consumos.
d) La Ley Provincial de Educación no ﬁja, como hubiera
* sido menester, las bases de la habilitación con suﬁciencia y
claridad, ni en lo cuantitativo consigna parámetros sobre
impuestos mínimos o máximos, circunstancia que también
invalida el impuesto que en tales condiciones se establezca.
e) Si bien la norma provincial, por el artículo 134, con
alcance general, pone a cargo del Poder Ejecutivo la obli-
gación de reglamentar la ley en el plazo de sesenta días de su
entrada en vigencia, tal disposición difícilmente pueda conci-
liarse con una habilitación pro tempore, fundada en la emer-
gencia.
Debe tenerse presente que la doctrina constitucional que
hemos venido tratando, y que dimana de nuestra Ley Funda-
mental, proyecta en plenitud sus conclusiones en el ámbito
provincial. Por un lado, ya que a tenor del artículo 52 del
Estatuto Supremo, se dispone: “Cada provincia dictará para
sí una Constitución bajo el sistema representativo republi-
cano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías
de la Constitución Nacional ...”, a lo que cabe agregar que elartículo 31 del mismo ordenamiento consagra: “Esta Consti-
39A.D.L.A., t. XIGKIV-A, ps. 124 y sigs.
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tución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten
por el Congreso y los tratados con las potencias utranjeras,
son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada
provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante
cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o
constituciones provinciales, ...”. Y por el otro, que como coro-
lario de tales prescripciones la Constitución de la provincia
de Buenos Aires, según reforma de 1994, en su artículo 45,
ha dejado establecido: “Los poderes públicos no podrán dele-
gar las facultades que les han sido conferidas por esta
Constitución, ni atribuir al Poder Ejecutivo otras que las que
expresamente le están acordadas por ella”, reproduciendo el
anterior artículo 33 de la Constitución de 193440.
Todos los desarrollos precedentes nos permiten concluir
en este aspecto, aﬁrmando, en forma categórica, que el regla-
mento que dicte el Departamento Ejecutivo provincial para
poder implementar el Impuesto a la Transmisión Gratuita de
Bienes en dicha jurisdicción, será maniﬁestamente incons-
titucional, y así deberá decretarlo cualquier tribunal de justi-
cia independiente, que no se aparte de los principios jurídicos
basales —reserva de ley tributaria, separación de poderes y
seguridad jurídica-—-, en que se asienta la República, ni la
doctn'na reiterada desde antiguo yconsolidada en sucesivos
pronunciamientos de nuestro máximo tribunal.
HI. EL IMPUESTO A LA TRANSMISIÓN GRATUITA DE BIENES
EN LA ARGENTINA
Trataremos de historiar aquí, brevemente, el papel que
ha tenido el Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes
en nuestro ordenamiento ﬁnanciero, desde su nacimiento
hasta su abrogación. También haremos referencia al intento
de reimplantarlo como impuesto nacional sujeto a copartici-
pación, distribuyéndose sólo entre las provincias, el entonces
Territorio Nacional de Tierra del Fuego, y la Municipalidad
de la ciudad de Buenos Aires, iniciativa que llegara a tener
media sanción legislativa.
4° A.D.L.A.
,
t. XVI-B, ps. 1467 y sige.
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1. Período colonial
Según Carlos M. Giuliani Fonrouge“, en las colonias
españolas, el impuesto sucesorio tuvo su antecedente en el
“Reglamento para la cobranza de la contribución temporal
sobre los legados y herencias en las sucesiones transver-
sales”, y fue implantado por la Real Cédula del 11-VI-1801,
mandada a observar en el Virreinato del Río de la Plata por
el Virrey del Pino, el 6-X-1803.
Fue un módico impuesto que operaba con las siguientes
tasas: 1) sucesiones entre cónyuges 1%; 2) sucesiones entre
colaterales 2%; 3) sucesiones a favor de extraños 4%, y 4)
transmisiones de mayorazgos, vínculos. patronatos de legos u
otros de su clase 50% de la renta.
A su vez, se encontraban exentas: a) las herencias diferi-
das a ascendientes o descendientes en Línea recta; b) los lega-
dos al alma del testador; c) las herencias de las personas que
acreditaron haber pagado un tributo personal existente. y d)
las sucesiones que no alcanzaran los dos mil pesos.
‘
'2. Gobierno patrio
Producida la Revolución de Mayo de 1810, el Gobierno
Patrio, por decreto del 30-lX-1812, ratiﬁcó la vigencia del
Reglamento Colonial, determinando que las herencias entre
cónyuges también quedaban exentas“.
Por resolución del 13-VIII-1817, se afectó el recurso para“ser dotados los maestros que han de presidir a los Estudios
del Colegio, antes llamado de San Carlos”43, inaugurándose
una tradición reiteradamente seguida con posterioridad, en
virtud de la cual el producido del apuntado impuesto se afec-
tó a la rama educativa.
Durante el desarrollo de la Guerra de la Independencia, el
Congreso General, por decisión tomada el 18-IV-181944, dispuso
41 Giuliani Fonrouge, Carlos M.. Impuesto a la Transmisión Gratuita
de Bienes - Doctrina, legislación Nacional y Extranjera, Jurisprudencia
Argentina y Norteamericana, El Ateneo, Buenos Aires, 1937, ps. 31 y sigs.
42 Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cit. en nota 41, p. 32.
43 Ibidem.
44 Ibidem.
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que el Reglamento Colonial para la cobranza de la contribución
sobre legados y herencias en sucesiones transversales, sólo
regíría para el caso en que los herederos fueran americanos, ya
que cuando se tratara de herencias de españoles europeos a
favor de no americanos, se pagaría una contribución equiva-
lente al 50% del monto del acervo, lo mismo que en el caso de
institución de legados al alma del testador.
3. Gravámenes sucesorios provinciales anteriores a la
Organización Nacional
En los debates que tuvieron lugar en la ciudad de Santa
Fe, con motivo del Congreso Constituyente que habría de
sancionar nuestro Estatuto Fundamental, puede leerse en
las actas de sesiones, que el convencional José Benjamín
Gorostiaga, a cargo del Informe de la Comisión de Negocios
Constitucionales, en la sesión del 23-IV-1853, dio cuenta de
la aplicación del impuesto sucesorio como gravamen local.
Así relató, al preguntarse sobre los recursos que se dejaban a
las autoridades provinciales luego de la nacionalización de
las rentas aduaneras, que por la lectura de los periódicos
de aquella ciudad, se había informado de la signiﬁcación que
tenían para las rentas de la provincia de Santa Fe “los dere-
chos de patente, papel sellado, corrales, impuesto sobre he-
rencias, boletas de marcas, multas policiales y contribución
directa”45, los que importaban, excluyendo los derechos de
importación y exportación, la mitad de los ingresos de la
apuntada provincia, de donde resulta, no sólo la existencia
del impuesto sucesorio, sino que se lo distinguía y ubicaba
dentro del catálogo de los más importantes recursos de esa
jurisdicción.
A su vez, Carlos M. Giuliani Fonrouge46 ha historiado el
desenvolvimiento del impuesto a la herencia en las provin-
cias cuando las mismas, luego de 1820, recobraron en pleni-
tud las facultades que habían encomendado inicialmente a
las autoridades centrales, haciendo una relación del grava-
45 Ravignani, Emilio, Asambleas Coruvtituyentas Argentinas (segui-
das de bs textos constitucionales, legislativos y pactos interprovinciales que
organizaron políticamente la Nación), T. II, Segunda Parte, Peuser,
Buenos Aires, 1937, ps. 503 y siga.
4° Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cit. en nota 41, ps. 33 y sigs.
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men, en el período previo a la organización constitucional.
Relató así, las características con que adoptaron el tributo
las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Entre Ríos y J ujuy.
Los rasgos más comunes que tuvo el impuesto en tal etapa
embrionaria, fueron: a) el gravamen alcanzaba, por lo gene-
ral, sólo a las herencias transversales o a terceros; b) en
algunos casos se encontraba legislado dentro de los derechos
de papel sellado, o registro; y c) su destino tuvo afectación
especíﬁca, particularmente, en fomento de las escuelas de
primera enseñanza.
4. Gravámenes sucesorios provinciales posteriores al año 1853
Ya sancionada la Constitución de 1853, el gravamen
siguió rigiendo como recurso local, extendiéndose a las origi-
narias catorce jurisdicciones provinciales.
Los ocho Territorios Nacionales provincializados, al inciar-
se la segunda mitad de este siglo, también integraron su cua-
dro rentístico con el impuesto sucesorio, bajo la denominación
entonces preponderante de Impuesto a la Transmisión Gratui-
‘ ta de Bienes.
5. El Impuesto Sucesorio en la Capital Federal y
Territorios Nacionales
Luego de federalizarse la ciudad de Buenos Aires, pron-
tamente se sancionó la ley 142047, de Educación Común, por
cuyo artículo 44, y como integrantes del Tesoro común de las
Escuelas se contempló, por el inciso 11, un gravamen del 5% a
toda sucesión entre colaterales, con excepción de hermanos,
mientras que por el inciso 12, se estableció otro. con la tasa del
10% a las herencias o legados entre extraños, como a toda ins-
titución a favor del alma del testador, o de establecimientos
religiosos, siempre, en ambos incisos, que la sucesión excediera
de mil pesos moneda nacional y fuera abierta en jurisdicción
de la Capital, Territorios y Colonias nacionales.
El apuntado gravamen fue posteriormente sustituido por
una Ley de Impuesto a la Herencia, que brindó tratamiento
unitario al tributo, en dieciséis artículos, manteniendo su afec-
tación especíﬁca. Ello ocurrió con motivo de la sanción de la
47 A.D.L.A., Complemento 1881-1888, ps. 126 y siga.
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ley 485543, por la cual se gravó toda transmisión por causa de
muerte o donación de bienes situados en la Capital y Terri-
torios nacionales, desde el 194-1906, con un impuesto sobre el
monto de cada hijuela, legado o donación, con escalas progre-
sivas en función del importe transmitido y de la relación de
parentesco entre el causante y el beneﬁciario. '
_
El impuesto sucesorio sufrió, a lo largo de su vigencia,
diversas modiﬁcaciones legislativas. Su última regulación en
tal jurisdicción fue la sancionada por la ley 11.28749, y su
postrer texto ordenado correspondió al año 197250.
6. El Impuesto Sustitutivo del Grauamen a la Transmisión
Gratuita de Bienes
En el año 1951 se sancionó la ley 14.06051, por cuyo
artículo 59 se estableció, con carácter transitorio, el Grava-
men Sustitutivo del Impuesto a la Transmisión Gratuita de
Bienes. El mismo se aplicaría en todo el territorio de la Na-
ción, alcanzando a las sociedades de capital en forma anual,
y a la tasa del 1% sobre el capital y reservas. La aplicación,
percepción y ﬁscalización del mismo quedó a cargo de la
Dirección General Impositiva, determinándose que su pro-
ducido se distribuiría entre los distintos ﬁscos, sobre la base
del principio de la radicación económica de los bienes deten-
tados por las sociedades.
Correlativamente con el establecimiento de este grava-
men, se modiﬁcó el régimen de los impuestos locales a la
transmisión gratuita de bienes, excluyendo las inversiones
en acciones en la determinación del haber sucesorio.
La medida tuvo el propósito de combatir y compensar las
evasiones en el impuesto a la herencia, originadas en el régi-
men de anonimato accionario, resultante de la ley 13.92552. En
tales circunstancias, los posibles causantes transferían el
grueso de su patrimonio a sociedades de capital, para posibi-
litar, mediante su no inclusión en el activo de las herencias,
43 A.D.L.A., Complemento 1889-1919, ps. 684 y sigs.
4BADLA, Complemento 1920-1940, ps. 163 y siga.
5°A.D.L.A., t. XXXII-C, ps. 3513 y sis.
5' AD.L.A., t. XI-A, ps. 164 y siga.
52 AD.L.A., t. X-A, ps. 72 y sige.
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la incidencia del gravamen sucesor-io, lo que explica que al
impuesto que se creaba se lo denominara “sustitutivo”.
7. Derogación del Impuesto a la Transmisión Gratuita
de Bienes en jurisdicción nacional como consecuencia de
la sanción del Impuesto al Patrimonio Neto
Con la sanción de la ley 20.04653, por su Título V, artícu-
lo 5‘-’,se estableció el Impuesto al Patrimonio Neto, por el tér-
mino de diez años, desde el 31-XII-1972. El mismo resultaba
aplicable en todo el territorio de la Nación a las personas físi-
cas y a las sucesiones indivisas. Correlativamente, por el
Título VII, artículo 79, se dejó derogado, a partir del 19-1-
1973, la Ley de Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bie-
nes (t.o. 1972).
En la Nota al Poder Ejecutivo, acompañando el proyecto
de ley, se dejó indicado, que junto con la implantación del
Impuesto al Patrimonio Neto se derogaba el Impuesto a la
Transmisión Gratuita de Bienes, en razón de diversos funda-
mentos que seguidamente se explicitaban. Así, se indicó que
el último de los gravámenes había perdido sustento, ya que
la realidad económica indicaba que sólo los patrimonios de
pequeña y mediana envergadura quedaban alcanzados, como
consecuencia de la adopción de formas jurídicas que per-
mitían a los grandes patrimonios la elusión del gravamen, lo
que lo tomaba altamente regresivo. Se hizo notar también,
que el impuesto abrogado debía afrontarse en el momento
más diﬁcil por el que solía atravesar el haber patrimonial,
‘
“ya que desaparecido el causante, se pierde la continuidad en
la obtención de riquezas y se enfrenta a la sucesión con el
serio problema de enajenar parte del haber sucesor-io a los
ﬁnes de su cumplimiento”. Se anticipaba, por último, que era“de esperar que las provincias” asumieran “similar actitud
respecto de los tributos locales con igual base de imposición",
procediendo a derogarlos.
53 A.D.L.A., t. XXXIII-A, ps. 65 y siga.
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8. Reimplantación del Impuesto Sucesorio en jurisdicción
nacional bajo la denominación de Impuesto al Enriqueci-
miento Patrimonial a Título Gratuito
La ley 20.63254 reimplantó, en jurisdicción de la Capital
Federal, la gravabilidad de las herencias, legados y dona-
ciones, a partir del 19-1-1974.
El nuevo tributo pasó a denominarse Impuesto al En-
riquecimiento Patrimonial a Titulo Gratuito.
La ley se originó en un proyecto del Poder Ejecutivo,que
fue tratado en la Cámara de Diputados en las sesiones del 4
y 13 de diciembre de 1973, aprobándoselo en la segunda de
ellas. Considerado por la Cámara de Senadores, ésta lo apro-bó con modiﬁcaciones en la sesión del 21 de diciembre del
mismo año, volviendo en revisión a la Cámara Baja, la que le
dio sanción deﬁnitiva en la sesión del 27 de diciembre de
dicho año.
Un hecho saliente del nuevo régimen fue abarcar dentro
del objeto del impuesto a las acciones, cuotas o participaciones
sociales y otros valores mobiliarios representativos de su capi-
tal, lo que se complementó con otras medidas legislativas o-
rientadas a asegurar la nominación de los apuntados títulos.
\
9. Derogación de los impuestos sucesorios en el orden
nacwnal y provincial, como consecuencia de la nueva
legislación sobre Impuesto al Patrimonio Neto
Sancionada la ley 21.28255, se estableció con carácter de
emergencia, por el término de diez ejercicios ﬁscales, a partir
del 31-XII-1975 inclusive, un gravamen que se aplicaría en
todo el territorio de la Nación, llamado a recaer sobre el pa-
trimonio neto al 31 de diciembre de cada año, integrado, total
o parcialmente, por bienes situados en el país, de las perso-
nas ﬁsicas y las sucesiones indivisas, cualquiera que fuere el
lugar de su domicilio o radicación.
Juntamente con el nuevo gravamen, por el artículo 19,
se derogó la ley 20.632 de Impuesto al Enriquecimiento
Patrimonial a Título Gratuito, desde la fecha de publicación
54A.D.L.A., t. XXXIV-A. ps. 124 y sigs.
55 AULA, t. XXXVI-B, ps. 1047 y siga.
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de la ley para los actos entre vivos, y desde el 19-1-1974, en el
caso de transmisiones por causa de muerte o ausencia con
presunción de fallecimiento.
El Mensaje suscripto por el entonces Ministro de Econo-
mía, reprodujo las mismas consideraciones que se habían
vertido en oportunidad de decidirse la anterior derogación
del Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes por la ley
20.046.
La participación que le cupo al entonces titular de la Car-
tera Económica, Dr. José Alfredo Martínez de Hoz, en la
abrogación retroactiva del gravamen, fue motivo de suspica-
cias, desde que su padre habia fallecido el 26 de marzo de
1976, lo que originara mucho tiempo después —en el año
1984-, una carta de lectores del funcionario publicada en el
diario La Nación-56, en la cual explica las razones por las que
la apuntada medida en nada habría influido en la situación
de la herencia recibida.
Un hecho representativo de lo que hemos denominado
“unitarización tributaria compulsiva”57, fue el constituido por
el artículo 20 de la apuntada ley 21.282, en tanto dispuso: “El
Ministerio del Interior requerirá de las jurisdicciones provin-
ciales la derogación de los tributos locales que gravan Las
transmisiones gratuitas de bienes”, sólo explicable en el obrar
de un gobierno de facto y en una actitud de desprecio absolu-
to a la Constitución Nacional.
En cumplimiento de la directiva indicada en el párrafo
precedente, la provincia de Buenos Aires por la ley 860453,derogó el Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes, le-
t gislado en el Título Tercero, Libro Segundo, del Código Fiscal
(t.o. 1978), y los artículos 89, 9g y 10 de la hay Impositiva de
ese año, con vigencia a partir del 19-1-1976 para las transmi-
siones por causa de muerte y, para las restantes, a partir de
la publicación de la ley en el Boletín Oﬁcial, la que se produjo
el 20-V-1976.
56 Diario La Nación del 24-IlI-1984, Primera Sección, p. 6.
57 Casas, José 0., “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el
Crecimiento", en rev. Derecho Tributario, t. X, ps. 1 y sígs., en particular
p. 9
53A.D.L.A., t. XXXVI-B, ps. 1482 y sigs.
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10. Iniciativa de reimplantación del Impuesto al Enriqueci-
miento Patrimonial a Título Gratuito, como tributo
nacional íntegramente coparticipado a las jurisdicciones
locales.
Por Mensaje n9 758, del 30-IV-198559, el entonces Presi-
dente de la Nación, Raúl R. Alfonsín, remitió al Congreso de
la Nación, un proyecto de impuesto de emergencia, por diez
años contados desde la fecha de su publicación, de cuyo pro-
ducido coparticiparían únicamente las provincias, el entonces
Territorio Nacional de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del
Atlántico Sur y la Municipalidad de la ciudad de Buenos
Aires, por el cual se gravarían los enriquecimientos patrimo-
niales obtenidos a título gratuito por personas físicas o de
existencia ideal —incluyendo sociedades, asociaciones, enti-
dades y cualesquiera otros sujetos de derecho—., en tanto
tales enriquecimientos provinieran de bienes situados en el
país y tuvieran por causa algunos de los hechos o de los actos
normativamente previstos para tal ﬁn.
El gravamen proyectado respondía al deﬁnido propósito
de mejorar la equidad y progresividad del sistema tributario,
estableciendo montos mínimos no imponibles actualizables,
para dejar a1 margen del impuesto a los enriquecimientos
que no denotaran cierta capacidad cóntributiva; se gravaba
en cabeza de los beneﬁciarios, en razón de las herencias, le-
gados, donaciones, renuncias de derechos hereditarios o cre-
ditorios, o las percepciones por causa de muerte del capital
asegurado; se establecían escalas progresivas en función del
monto del beneﬁcio y del grado de parentesco; se trataba de
dotar de la mayor simplicidad posible a los mecanismos
determinativos y de recaudación, sometiendo el impuesto a
reglas que lo asimilaban a los demás tributos de autode-claración; se lo regía por la Ley Nacional de Procedimientos
Tributarios; y el alcance cuantitativo de la obligación tribu-
taria se ﬁjaba a través de una declaración única jurada, dada
la extensión nacional del tributo, desligando el juicio suceso-
rio del proceso determinativo.
59 Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, Sesiones Ordina-
rias, 34 Reunión, continuación de la 19" Sesión Ordinaria del 26 y 27 de
septiembre de 1985, T. Di, Imprenta del Congreso de la Nación, Buenos
Aires, 1988, ps. 6245 y sige.
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La iniciativa, con modiﬁcaciones, fue despachada favo-
rablemente por la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la
Cámara de Diputados, con disidencia parcial del legislador
José A. Furque, suscribiendo el Informe de la mayoría el di-
putado por la Capital Federal, Jesús Rodríguez“.
El proyecto resultó aprobado por la Cámara Baja, prácti-
camente sin oposición ni debates, en la sesión del 26 y 27 de
septiembre de 1985, recogiéndose las observaciones del dipu-
tado Fui-que“.
La falta de tratamiento en tiempo oportuno por la Cáma-
ra de Senadores del proyecto con media sanción, produjo la
caducidad del trámite parlamentario.
IV. PELIGROS Y VENTAJAS DE LA RElMPLANTACIóN
DEL IMPUESTO A LA TRANSMISIÓN GRATUITA DE BiENES.
REQUISITOS PARA UN ADECUADO FUNCIONAMIENTO
EN UN ESTADO FEDERAL
Bajo un título en que se invierten los términos aquí pro-
puestos, y en que se aludía a “Ventajas y peligros del Impues-
to Sucesorio”, Carlos M. Giuliani Fonrouge, en el Capítulo III
de su libro sobre el Impuesto a la Transmisión Gratuita de
Bienes“, desarrolló los argumentos que han vertido defen-
sores y detractores del tributo.
Aquí, también nosotros abordaremos las críticas que,
corrientemente, se formulan a los impuestos sucesorios, y
seguidamente los fundamentos que, en nuestro parecer, justi-ﬁcan su reimplantación actual en la Argentina, sugiriendo,
igualmente, las modalidades que debería reunir para un
mejor funcionamiento, atendiendo, sobre todo, a la forma de
Estado federal asumida por la Constitución.
5° Diario de Sesiones de La Cámara de Diputados, op. cil. en nota 59,.
ps. 6238 y sigs.
61 Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, ap. cit. en nota 59,
ps. 6254 y ss., y 6519 y sigs.
G2 Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cit. en nota 41, ps. 71 y siga.
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1.Peligros del Impuesto Sucesorio
Quien mejor ha resumido, en fecha reciente, las observa-
ciones que se pueden formular al Impuesto a la Transmisión
Gratuita de Bienes, ha sido nuestro maestro, el académico
Horacio A. García Belsunce, en un artículo publicado en el
diario La Nación“. Según el destacado tributarista, las invo-
caciones a la equidad que realizan los impulsores de la restau-
ración del impuesto, sobre la base de su carácter directo, no
advierten que tal medida, habida cuenta de la baja incidencia
recaudatoria que se le reconoce, resulta ineficaz para modiﬁ-
car la acentuada regresividad del sistema tributario argenti-
no; la capacidad de pago que lo fundamenta se desentiende de
la capacidad contributiva efectiva de los responsables, la cual
varía si el beneﬁciario ha contado con recibir la transmisión, o
si la herencia es puramente inesperada y de cuantía, ya que
en este último caso habrá efectivamente una capacidad de
pago muy alta por unidad monetaria recibida, comparada con
la que denotan herencias de la misma magnitud y de la cual
son beneﬁciarios huérfanos y viudas necesitados; la redistri-
bución de la riqueza que propicia, igualmente se ha alcanza-
do, y de manera menos traumática, conforme a los preceptos
del Código Civil, que se han convertido en un eﬁcaz medio
para dividir las herencias; el impuesto impacta desfavorable-
mente en el ahorro y la inversión, alentando el consumo; algu-
nos autores que lo conciben fuertemente progresivo, partici-
pan de la idea de utilizarlo como un medio para cercenar, e
incluso, eliminar el derecho de propiedad; su aplicación ge-
nera diﬁcultades, en innume-rables situaciones, como las que
se producen frente a los llamados “regalos de costumbre"; su
impacto, de no usarse un sistema integrado y de promediación
con la renta de varios ejercicios, se convierte en una penalidad
grave para el beneﬁciario del enriquecimiento; y, ﬁnalmente,
el apuntado impuesto, atenta contra el principio de economía
de la recaudación, en cuanto implica la creación de mecanis-
mos de determinación, cobro, veriﬁcación y ﬁscalización cos-
tosos, frente a lo exiguo del rendimiento estimado.
Del mismo modo se aﬁrma, en cuanto a la capacidad de
pago, que el impuesto'sucesorio hace abstracción de la capa-
53 García Belsunce, Horacio A., “El impuesto a la transmisión gratui-
ta de bienes", en diario La Nación del 26-V-1936, Sección Economía-
Marítimas, p. 14.
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cidad real del responsable, desentendiéndose de la que pu-
diera exhibir tal sujeto antes y después de producirse el
enriquecimiento a título gratuito.
Se destaca también, que los impuestos patrimoniales en
sus distintas variantes (Impuesto Sustitutivo del Gravamen
a la Transmisión Gratuita de Bienes, e Impuesto al Patri-
monio Neto en sus versiones conforme a las leyes 20.046 y
21.284), fueron concebidos para reemplazar los impuestos
hereditarios, según resulta de los antecedentes parlamenta-
rios de la ley 14.060, y de los mensajes de las restantes dos
leyes individualizadas en el presente párrafo. Por ello, la
coexistencia de ambas contribuciones se convertiría en un
exceso ﬁscalista inadmisible“.
Conforme lo expresa Vicente Oscar Díazﬁ5, se comprueba
en el Derecho comparado una tendencia actual a sustituir los
impuestos sucesorios por un tributo complementario a la ren-
ta y al gasto, método que, además de atender mejor a la reali-
dad económica y social moderna, posiblemente disminuir-ía
algunos de los efectos negativos de esta imposición.
En cuanto al costo de recaudación, los datos obtenidos
más recientemente durante la vigencia de los impuestos suce-
sorios en la Argentina, demostran’an no sólo una magra recau-
dación, sino también un alto costo para la administración ﬁs-
cal, equivalente a casi un tercio de su producido“.
Desde otro ángulo, la determinación del gravamen pro-duciría una sustancial prolongación de los expedientes suce-
sorios, diﬁcultando la administración y disposición de los
bienes objeto del tributo“.
La aplicación del impuesto conducir-ía a resultados ine-
quitativos, pesando fundamentalmente sobre la riqueza inmo-
64 Diario La Nación, editorial central del 19-V-1985, publicado bajo el
título “El impuesto a la herencia", Primera Sección, p. 8.
65 Díaz, Vicente Oscar, “Reflexiones acerca de una posible reim-
plantación del impuesto a las transmisiones patrimoniales a título gratui-
to", Sección: “Actualidad Impositiva". La Información, t. XLVIII, ps. 688 y
sigs., con cita de The Structure and Reform ofDirect Tamtion, Report ofa
Commitee chaired by professor J. Meude, Institute for Fiscal Studim.
53 Diario La Nación, editoriales cit. en notas 56 y 64. Igualmente v.
Horacio A. Garcia Belsunce, art. cit. en nota 63.
67 Diario La Nación, editorial cit. en nota 64.
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biliaria o sobre otros bienes registrables, frente a 'una casi
segura evasión cuando el acervo del causante se encuentre
compuesto por dinero, divisas, joyas o títulos al portador“.
En el caso de transmisión de acciones de sociedades anó-
nimas, de tomarse en cuenta para determinar la base impo-
nible, cuando cotizan en Bolsa dicho valor, y en los demás
casos el resultante de la contabilidad de las empresas, se con-
sagraría una marcada desigualdad de trató“.
Desde el punto de vista de las inversiones extranjeras
de reimplantarse el impuesto, se reducirían las ventajas com-
parativas del país para recibir capitales foráneos, ya que en
muchos otros el tratamiento ﬁscal ha tendido a ablandarse7°.
Tal situación se agravaría sensiblemente de contemplarse un
“recargo por ausentismo", como ocurriera tradicionalmente
en la Argentina. En tal sentido, puede consultarse el artículo
30 de la ley 11.287 (según texto de su ordenamiento origi-
nario), artículo 19 de la ley 20.632, y artículo 31 de la norma-
tiva con sanción legislativa por la Cámara de Diputados en el
año 1985.
2. Ventajas del Impuesto Sucesorio
En nuestro país, tanto Carlost. Giuliani Fonrouge7l
como Dino Jarach72, se han ocupado de enumerar las ventajas
que se derivan de aplicar un Impuesto a la Transmisión Gra-
tuita de Bienes, criterio que, en sus lineamientos generales,
también suscribimos. En la doctrina comparada, baste citar,
en igual sentido, las opiniones de John F. Due73 y Fritz
Neumark".
es Diario La Nación, editorial cit. en nota 64.
59 Diario La Nación, editon'al cit. en nota 64.
7° Diario La Nación, editorial cit. en nota 64.
71 Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cit. en nota 41, ps. 7B y siga.
72 Jarach, Dino, Finanzas Públicasy Derecho ﬁibutaria, 1° reimp. de
la 1° ed., Cangallo, Buenos Aires, 1985, ps. 729 y siga, en particular ps.
735 y sigs.
73 Due, John F., Análisis Económico de los Impuestos. En el Cuadra
General de las Finanzas Públicas, 2° ed., El Ateneo, Buenos Aires, 1968,
ps. 333 y sige.
7‘ Neumark, Fritz, Principios de la Imposición, a través de la consi-
deración del impuesta de sucesiones a la luz de cada uno de los principios
que se desarrollan, Instituto de Estudios ﬁscales, Madrid, 1974.
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Seguidamente, habremos de tratar los fundamentos en
base a los cuales se auspicia la aplicación de impuestos al enri-
quecimiento patrimonial a título gratuito, como la refutación a
las críticas más comunes que de ordinario se les formulan.
2.1. Aspectos constitucionales
2.1.1. Equidad
Todo sistema tributario debe tender a un reparto equi-
tativo de las cargas públicas, más aún en nuestra República,
cuyo Estatuto Fundamental, en su artículo 49, consagra ex-
presamente tal directiva en materia de contribuciones. Esto
dicho sin desconocer que en la jurisprudencia de la Corte
Suprema de Justicia de la Nación coexisten dos familias de
fallos; de un lado, unos pocos, conforme a los cuales la falta
de equidad de los tributos se convierte en causal suﬁciente
para decretar su invalidez constitucional; y de otro, un apre-
ciable número de pronunciamientos, a cuyo tenor la equidad,
entendida como la necesidad del tributo o ponderación de los
resultados que produce en el contribuyente y en la comu-
nidad, no es materia revisable en sede judicial. '
Carlos M. Giuliani Fonrouge entiende que el gravamen
sucesorio “es uno de los impuestos más justos, no solamente
por percibirse en ocasión de un acrecentamiento patrimonial
que no responde a ninguna actividad personal del contribu-
yente, sino también por su carácter casual y por responder a
un caso evidente de aumento de la capacidad tributaria”75.
Por su parte, Dino J arach considera que “tanto el impues-
to sobre el acervo global como los que gravan las asignaciones
‘a herederos, legatarios o donatarios, satisfacen las exigencias
de la equidad y justicia tributaria según las valoraciones pre-
dominantes“.
A su vez, Fritz Neumark, al referirse a un sistema ﬁscal
ideal, en razón de ser ﬁscalmente productivo y de posible im-
plementación, “justo”,y económicamente racional, ha enten-
dido que debe comprender necesariamente, pero también
solamente, los siguientes impuestos: 19) un impuesto general
75 Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cit. en nota 41, p. 79.
76 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, ps. 741 y sigs.
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sobre la renta; 29) un impuesto de sociedades; 39) un impues-
to genera] sobre el patrimonio; 49) un impuesto sobre el volu-
men de ventas, concebido y aplicado como impuesto general
de consumos; y 59) “un impuesto de sucesiones"77.
John F. Due, más allá de consignar algunas reservas al
impuesto a herencias y donaciones, tal cual se lo ha imple-
mentado en los Estados Unidos de Norteamérica, señala que
“desde el punto de vista de la equidad, la justiﬁcación funda-
mental de los impuestos sucesorios es el hecho de que la per-
cepción de herencias, legados o donaciones representa un
mejoramiento en el bienestar económico del beneﬁciario, que
puede gravarse con justicia, ya que son relativamente pocas
las personas afortunadas que perciben legados o donaciones
de consideración en el transcurso de sus vidas”, consiguiente-
mente “existe plena justiﬁcación para gravar en forma adi-
cional a quienes en verdad lo hacen”, agregando que “siendo
esos ingresos suplementos del rédito corriente, la imposición
no interﬁere con los niveles corrientes de vida"78.
Debemos añadir que si bien la reimplantación del im-
puesto sucesorio, por sí sola no producirá el milagro de alte-
rar las características que signan a nuestro sistema tributario
y que lo ubican dentro de los más altamente regresivos, al
menos importará un avance, poco s'gniﬁcativo quizás, pero
demostrativo de la intención de no abandonar el propósito de
dotar, gradualmente, de mayor equidad a la distribución de las
cargas públicas, proceso alentado, recientemente, por la inci-
piente recuperación de la performance recaudatoria de la res-
tante imposición directa (vg'r. ganancias y bienes personales).
2.1.2. Inaequitas maxima o conﬁscatoriedad
No debe perderse de vista que todo impuesto en principio
equitativo, si se estructurara sobre la base de tasas marcada-
mente elevadas, o de escalas fuertemente progresxvas,.con-
ducirá, paradójicamente, a lo que Roberto Tamagno_79dio en
denominar inaequitas maxima, esto es, a la afectauón de la
garantía constitucional del derecho de propiedad por conﬁs-
77 Neumark, Fritz, ap. cit. en nota 74, p. 462.
73 Due, John F., op. cil. en nota 73, p. 347.
7° Tamag‘no,Roberto, El Contribuyente - Sujeto Pasivo de la Obliga-
ción Tributaria, ps. 45 y siga, Parrot, Buenos Aires, 1953.
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cación. A tal respecto, cabe recordar que la Corte Suprema de
Justicia de la Nación, a partir de la causa Doña Rosa Melo de
Cané, su testamentaría s/ inconstitucionalidad de un impuesto
a las sucesiones en la provincia de Buenos Aires”, sentencia
del 16-XII-1911, dejó establecido que todo impuesto a la trans-
misión de bienes por causa de muerte, que alcance a una parte
sustancial de la propiedad o a la renta de varios años del capi-
tal gravado, constituye una verdadera exacción o conﬁscación
prohibida por la Constitución Nacional, agregando “que el po-
der de crear impuestos está sujeto a ciertos principios que se
encuentran en su base misma, y entre otros al de que ellos
se distribuyan con justicia; habiéndose observado con funda-
mento que las imposiciones que prescindan de aquéllos, no
serían impuestos sino despojo”.El máximo tribunal trajo tam-
bién en su apoyo, el criterio sustentado por la Corte Suprema
de los Estados Unidos, la que, aplicando disposiciones menos
explícitas que las nuestras, habia sostenido en uno de sus fa-
llos: “Si ocurriera alguna vez un caso en que bajo el nombre de
impuesto progresivo o en otra forma se imponga una exacción
arbitraria y conﬁscatoria, sería 1a oportunidad de considerar si
el Poder Judicial puede otorgar amparo, aplicando los princi-
pios inherentes y fundamentales para la protección del indi-
viduo, aun cuando no haya para ello autoridad expresa en la
Constitución”.
En cuanto a los niveles de tasa de un impuesto a las he-
rencias y donaciones, correlacionándolo con la capacidad con-
tributiva, se hace necesario formular aquí una reﬂexión. Si
bien la Corte Suprema de Justicia estableció desde antiguo,
un tope máximo al tributo consistente en el treinta y tres por
ciento del beneﬁcio recibido“, de procederse a su reimplanta-
ción, deberá meditarse serenamente Si tal limitación cuanti-
tativa es suﬁciente, tomando en cuenta que cuando fue ﬁjada,
se lo concibió en un contexto económico diferente al actual,
caracterizado por una baja presión ﬁscal global que toleraba
3° Fallos, 1152111.
3‘ Casás, José 0., op. cit. en nota 17, Cap. V: “Garantías constitu-
cionales comprometidas por extralimitación en la intensidad de la presión
tributaria conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de
la Nación computando un solo tributo sobre una única manifestación de
riqueza', ps. 77 y sigs.
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un impuesto sucesorio pronunciadamente elevado, mientras
que la realidad de hoy es muy distinta, ya que exhibe unaproliferación explosiva de tributos, los cuales en conjunto
resienten y debilitan la capacidad contributiva y la efectiva
posibilidad de pago de este nuevo gravamen.
2.1.3. Capacidad contributiva
Si bien nuestra Constitución no ha consagrado explícita-
mente el principio de capacidad contributiva, el mismo ﬂuye
inequívocamente de la doctrina de nuestro máximo tribunal
a partir de las causas: Ana Massotti de Busso y otros c/ pro-
vincia de Buenos Aires“, sentencia del 7-IV-1947, y “Mario B.
Gaviña v. Provincia de Buenos Airesm, sentencia del 4 de
diciembre del mismo año. Allí se arribó a la aludida regla por
conducto de la garantia constitucional de la igualdad, enten-
diéndose que la misma se cumplía, en tanto se brindara
igualdad de tratamiento tributario, a iguales, en iguales cir-
cunstancias de capacidad contributiva.
Queda ahora por ver si el impuesto sucesorio toma en
cuenta o se desentiende de la capacidad contributiva de los
sujetos llamados a pagarlo.
Señala Dino Jarach que el impuesto al enriquecimiento
por vía de herencia, legado o donación, tiene la rara virtud de
no ser trasladable, por lo menos del modo, o con los mecanis-
mos que comúnmente conocemos y, en consecuencia, los con-
tribuyentes percutidos son los efectivamente incididos, lo que
recomienda el tributo en tanto, “dichos fenómenos de incre-
mento del patrimonio evidencian una capacidad contributiva
propia y peculiar de los sujetos gravados, que está constitui-
da —en la mayoría de los casos- por una súbita modiﬁ-
cación en su nivel patrimonial, sin que ello modiﬁque los
equilibrios del mercado"“.
Bueno es admitir, de todos modos, que los impuestos
sucesorios, en punto a una precisa captación de la capacidad
contributiva “son susceptibles de perfeccionamiento, Sl se
adecua la progresión, teniendo en cuenta el patrimonio pro-
32 Fallos, 207:270.
33 Fallos, 209:431.
34 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, p. 734.
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pio del heredero”, como lo señalara el profesor Dino Jarachsñ,
pero tal metodología, sin duda conceptualmente correcta,
conspiraría contra la simpliﬁcación que tanto se reclama en
la determinación del gravamen, acrecentando, por lo demás,
los ya elevados costos de recaudación y ﬁscalización que se
denuncian.
Desde otra perspectiva, las observaciones que se le formu-
lan por la distinta intensidad con que opera, captando en ple-
nitud la capacidad contributiva, cuando las transmisiones vie-
nen constituidas por bienes inmuebles o bienes muebles
registrables, mientras que a menudo resulta ineﬁcaz para
capturar otras transmisiones, particularmente las de dinero
efectivo, divisas, obras de arte, joyas o títulos al portador, fácil-
mente sustraibles del gravamen, si bien describen una de-
sigualdad —en términos de resultado recaudatorio- al mo-
mento de gravar diversas manifestaciones de capacidad
contributiva, tal argumentación no tiene suﬁciencia para des-
caliﬁcar el tributo, ya que en tal caso, la disparidad en la im-
posición no proviene de la ley, sino de la aplicación incorrecta
que de ella se haga, en tanto se facilite o se consienta la eva-
sión. Ello debe conducir a recoger —reinstalado el impuesto-
el desafío de prevenir, evitar y castigar implacablemente los
comportamientos omisivos y/o fraudulentas en que puedan
incurrir o desplegar los responsables.
2.1.4. La progresiuidad de las escalas y la disposición
constitucional sobre proporcionalidad de las contribu-
ciones
Si bien la noción de proporcionalidad, como nota caracte-
rística de los tributos, aparece en nuestra Carta Constitu-
cional en los artículos 4E y 75, inciso 29 (texto según reforma
de 1994), la interpretación de dichas disposiciones ha descar-
tado que ellas proscriban la utilización de escalas progresivas,
como las que de ordinario se utilizan en la imposición suceso-
ria, ya tomando en cuenta el monto del enriquecimiento, ya el
grado de parentesco entre el causante y el beneﬁciario.
Debe recordarse al respecto, que la Corte Suprema de
Justicia de la Nación, en la causa Don Eugenio Díaz Vélez c/
55 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, p. 742.
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provincia de Buenos Aires s/ inconstitucionalidad de im-
puesto“, sentencia del 20-VI-1928, admitió la utilización de
escalas progresivas —en ese caso en el impuesto inmobilia-rio—, al entender que la proporcionalidad a que se reﬁere laConstitución, debe considerarse como proporcionalidad inde-
terminada a la riqueza, aproximándose también, con tal her-
menéutica, al concepto de capacidad contributiva.
2.1.5. Igualdad
Son abundantes las observaciones que a menudo se for-
mulan frente a los usuales o posibles tratamientos diferen-
ciales a que pueden conducir los diversos modelos, proyectos
y leyes de impuesto a la herencia. Ello ocurre desde el
momento en que se establecen mínimos no imponiblesj se
consagran exenciones, tales como la que comprende a la casa-
habitación o a otros bienes transmitidos; se estructuran es-
calas diferentes, por un lado para ascendientes, descendien-
tes y cónyuges, y por otro, para colaterales y terceros; se ﬁjan
recargos a no residentes en el país; o se adoptan dispares
métodos para la valuación de los bienes transmitidos, según
sean inmuebles, muebles, créditos, participaciones sociales,
acciones —conforme coticen o no en Bolsa—, titulos, etcétera.
A tal respecto, es bueno recordar. que el legislador, sobre la
base de pond'eraciones de mérito, oportunidad o convenien-
cia, puede dispensar tratamientos diversos a la materia im-
ponible y formar distintas categorías de contribuyentes,
siempre que tales temperamentos no se sustenten en diferen-
ciaciones arbitrarias, no respondan a propósitos de hostilidad
contra algunos individuos o clases de personas, ni encierran
indebido privilegio personal o de grupo.
Asimismo, las consecuencias diversas que pudieran ori-
ginarse, según que el acervo sucesorio se vea constituido por
activos líquidos, o por empresas en funcionamiento, tampoco
generan agravios sustentables mediante la invocación de la
garantía constitucional de la igualdad, ya que ésta no habilita
dichos planteos cuando la diversidad de resultados es conse-
cuencia de la distinta conformación de los presupuestos fácti-
cos subsumibles en las hipótesis de incidencia del tributo.
9° Fallas, 151:359.
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Es así, que los criterios caliﬁcadores que la ley pueda
consagrar resultarán válidos salvo irrazonabilidad maniﬁes-
ta, admitiéndose que las categorías y tratamientos que se
establezcan se reﬁeran primordialmente a consideraciones
económicas, sin perjuicio de ser igualmente legítimas las fun-
dadas en razones de conveniencia, justicia social o bien
común, ajenas por tanto, a la simple medida objetiva de la
capacidad contributiva de los responsables.
A este respecto, la ﬁjación de adicionales o recargos en el
caso de que el beneﬁciario del enriquecimiento sucesorio fuera
residente en el exterior, mereció expresa convalidación juris-
prudencial por parte de nuestro máximo tribunal. Así en la
causa Segundo Fernández Aguilera (sucesión)37, sentencia del
4-VI-1948, la Corte Suprema de Justicia de la Nación debió
hacerse cargo del agravio planteado por los recurrentes, en el
sentido de que el impuesto cobrado había absorbido entre
el cuarenta y dos y el cuarenta y nueve por ciento del haber
transmitido, si se consideraba el valor de los bienes resul-
tantes de la venta judicial de ellos. Sobre el punto, en lo que
aquí interesa, señaló la Corte “que el establecimiento de una
categoría distinta con los ausentes tiene razón de ser en la
naturaleza de la situación de que se trata, tanto que el límite
máximo de la equidad de un impuesto desde el punto de vista
de la garantía de la propiedad no puede ser el mismo para el
contribuyente radicado en el pais y para el que está domicilia-
do en el extranjero”. De todos modos, si bien el Tribunal no
acogió el planteo de inconstitucionalidad incoado, tampoco
explicó, en dicho fallo, el monto máximo a que podía llegarse
‘entre el impuesto y su respectivo adicional por ausentismo.
Ello ocurrió, poco después, in re: Eduardo A. Shepherd su su-
cesión“, sentencia del 22-XII-1948, oportunidad en que rati-
ﬁcó que correspondía, al momento de establecer el límite de lo
que podía ser válidamente absorbido por el impuesto, hacer
diferencias entre los contribuyentes domiciliados y los no do-
miciliados en el país, declarando que para quienes estaban
radicados en el extranjero, era constitucionalmente válido un
gravamen que insumiera hasta el cincuenta por ciento de lo
transmitido.
37 Fallos, 211:34.
33 Fallas, 212493.
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Continuando con el recargo de ausentismo en el im-
puesto sucesorio, cabe recordar que luego del cambio de com-
posición del Tribunal a resultas de la revolución triunfante
de septiembre de 1955, se hizo abandono de la anterior doc-
trina. Así, el 2-V-1956, la Corte Suprema de Justicia al dictar
sentencia en la causa Carlos Vicente Ocampo”, ratiﬁcó que
la discriminación hecha por el artículo 30 de la ley 11.287
entre herederos domiciliados en el país y herederos domicilia-
dos en el extranjero no pugnaba con el principio de igual-
dad impositiva consagrado por el artículo 16 de la Constitu-
ción Nacional pero, puntualizando a continuación, que el
recargo no podía ser ilimitado al extremo de conducir al ani-
quilamiento de la transmisión hereditaria cuando el benefi-
ciario residía en el extranjero, con lo cual uniﬁcó la tasa má-
xima en las dos hipótesis —beneficiarios residentes y no
residentes en el país- fijándola en ambos casos en el treinta
y tres por ciento.
2.2. Aspectos económicos
Si bien son muchos los efectos económicos que puede
producir un impuesto a las donaciones y sucesiones, nos de-
tendremos solamente en aquéllos mas importantes, inspira-
dos fundamentalmente en la intención de refutar las críticas
que de ordinario se suscitan cuando se aplican tales gra-
vámenes.
2.2.1. Tutela del derecho de propiedad
Muy a menudo se indica que el impuesto sucesorio afecta
severamente el derecho de propiedad, e incluso que la' filo-soﬁa que lo inspira, al menos en algunos autores, se orienta
decididamente a la destrucción del capital.
El desacierto de la observación precedente, según C_a.rlos
M. Giuliani Fonrougego, ha quedado demostrado por el Simple
transcurso del tiempo ya que, a pesar de la Vigencia de los
impuestos sucesorios en los países con economía libre, el capi-
tal no ha desaparecido. Agrega el autor que de admitirse tal
tesis, la misma sería igualmente válida para los restantes
39 Fallos, 234:129.
9° Giuliani Fonrouge, Carlos M., op. cil. en nota 41, p. 71.
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impuestos sobre la propiedad —ya se trate de los aplicados a
los bienes singular o universalmente considerados—, no ha-
biendo razón ninguna para particularizar el agravio sólo con-
tra este tipo especial de imposición.
Debe agregarse igualmente, que el impuesto a las suce-
siones grava enriquecimientos accidentales, estimándose que
la incidencia del mismo, como término medio, se produce una
vez cada treinta o treinta y cinco años, razón por la que tam-
bién corresponde descartar que sea capaz de producir los
efectos nocivos que sobre el derecho de propiedad pretenden
adjudicársele.
Los detractores argumentan, asimismo, sobre la base de
la situación que se produce en las herencias en que el bien o
los bienes se transmiten del causante al cónyuge supérstite
o a los hijos menores. A menudo en esta hipótesis, la trans-
misión del derecho de propiedad no representa un mejora-
miento efectivo en el bienestar económico de los sucesores
cuando ellos tenían un goce pleno de los bienes con anteriori-
dad a] perfeccionamiento del dominio a título propio.
El ejemplo brindado en el párrafo precedente tampoco es
decisivo, ya que de estar los herederos en una posesión anti-
cipada de la herencia, no se ve razón para que no afronten el
pago del impuesto frente a una capacidad contributiva que
nadie discute, y que se detentaba, incluso, con anterioridad
al momento en que se hace efectivo el hecho imponible gene-
rador de la obligación de oblar el gravamen. Por lo demás, en
el caso de los parientes próximos, el tributo opera con escalas
.atenuadas, sensiblemente inferiores que las aplicables a cola-
terales y terceros.
El impuesto también se justiﬁca en vista a facilitar una
mayor circulación de los bienes y propender a una más justadistribución de la riqueza.
Desde otro ángulo, la aplicaciónde un gravamen mode-
rado a las transmisiones hereditarias importa, a su vez, unareaﬁrmación del derecho de propiedad, entendido éste como
comprensivo de la posibilidad de transmitir mortis causa los
bienes poseídos, contrarrestando formulaciones doctrinarias
orientadas lisa y llanamente a limitar el derecho sucesorio.
Puede recordarse al respecto el pensamiento del ﬁlósofo
Jeremy Bentham (1748-1832), para quien la transmisión de
bienes hereditarios debía restringirse a los parientes próxi-
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mos, suprimiéndose para las restantes hipótesis el derecho de
suceder. A su vez, John Stuart'Mill (1806-1873), opinaba que
no resultaba censurable ﬁjar un límite a lo que el individuo
podia recibir a título de simple favor de sus semejantes, sin
haber empleado o puesto en acción sus actividades, por lo
cual, si bien el causante podía disponer libremente de sus
bienes, el heredero no podía recibir más allá de lo necesario
para una vida independiente. Por su parte, Eugenio Rigna-
no9l llegó a propugnar que se acotara el derecho sucesorio con
un impuesto con alícuotas proporcionalmente mayores sobre
las herencias que a su vez ya habían constituido un beneﬁcio
sucesorio del causante, hasta absorber en pocas transferen-
cias hereditarias el total del patrimonio heredado.
También entendemos que un impuesto sucesorio con es-
calas prudentemente bajas, podrá constituirse asimismo en
un elemento impulsor del fraccionamiento de las grandes
concentraciones de riqueza, contribuyendo a un mejor repar-
to de los bienes entre todos los integrantes de la sociedad,
dando lugar a un aumento sensible del número total de
propietarios, en interacción con las disposiciones de nuestroCódigo Civil que eliminó los mayorazgos y los fideicomisos.
Asimismo, corresponde tener presente, en el caso de in-
muebles, que si el impuesto a la herencia puede llegar a exi-
gir la venta de todos o de alguna parte de ellos, como lo
señala Dino Jarach”, dicha posibilidad será tanto mayor
cuanto más infructífera sea la propiedad. En tales circuns-
tancias, mal puede hablarse de una agresión al derecho aquí
considerado, siempre que se lo conciba, como ocurre actual-
mente, llamado a cumplir también una función social. Por.llodemás, las ventas que en tales hipótesis se produzcan fac1h-
tarán el acceso a la propiedad de nuevas fuerzas emprende-
doras. abaratando el costo de la tierra, que dejará de ser
deﬁnitivamente aun bien especulativo, para convertirse efec-
tivamente en un factor de producción.
9' Rignano, Eugenio, Di un Socialismo in Accorda calla Dattrina
Económica Liberale, Bocca, Torino, 1901; trad. al inglés con el título The
Social Signiﬁcance of the Inheritance Tax, Knopf, New York, 1924, p. 115;
según cita de Dino Jarach en op. cil. en nota 72, p. 731.
92 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, p. 738.
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2.2.2. Subsistencia de las empresas en funcionamiento
Se ha indicado que la aplicación del impuesto sucesorio
puede conspirar contra la subsistencia de las empresas en
funcionamiento, conduciendo a menudo a la disolución de las
mismas.
Sobre este particular, se hace necesario distinguir situa-
ciones diversas. Una es aquella en que los acervos heredita-
rios se encuentran constituidos por acciones que cotizan en
Bolsa y con un amplio mercado. Otra, muy distinta, vendrá
dada por las sociedades por acciones de familia, las socie-
dades de personas o las asimilables a ellas y las empresas
unipersonales.
En ambos casos, un primer elemento a tener en conside-
ración será, si las participaciones sociales o tenencias accio-
narias corresponden a empresas con adecuada rentabilidad,
ya que no es improbable que en tiempos de bonanza el monto
de la renta que genere este tipo de bienes pueda contribuir
signiﬁcativamente al pago del impuesto que deban atender
los herederos.
De todos modos, si el acervo sucesorio contuviera exclu-
sivamente participaciones en empresas en funcionamiento
sin otros activos líquidos, los emprendimientos no generaran
réditos suﬁcientes, y las acciones no cotizaran en Bolsa, lo
más probable es que algunas de ellas, incluso con diﬁcultades
y a valores deprimidos, deban realizarse para afrontar el
pago del impuesto. Para evitar dicho proceder, y fundamen-
talmente para no afectar la estructura productiva del país, se
. hace aconsejable la concesión de planes de facilidades más o
menos extendidos, con lo cual, tratándose de emprendimien-
tos mínimamente eﬁcientes y generadores de utilidades lí-
quidas, se invalida el argumento de quienes aﬁrman que en
estas hipótesis se destruye el capital productivo.
Adherimos a este respecto, a las resoluciones del 339
Congreso de la International Fiscal Association, celebrado en
Copenhague en 197993, en el cual, luego de reconocer la
importancia socioeconómica de las empresas propiedad de y
dirigidas por personas ﬁsicas o de familia, el importante
papel que desempeñan en la innovación, producción, trabajo,
93 International Fiscal Association, 1938-1988 Resalutians Boo/c,
International Bureau of Fiscal Documentation, Amsterdam, 1988, ps. 279
y sigs.
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e inversión de capital, y la conveniencia de permitir la con-
tinuidad de dichas empresas después de la muerte de sus
propietarios, sea cual fuere su forma jurídica, se concluyó:
“1. En los sistemas fiscales nacionales los impuestos
sobre patrimonio, renta, plusvalías, donaciones o sucesiones
no deberían constituir una carga financiera tal que amena-
zara la continuidad de estas empresas después de la muerte
de sus propietarios.
"2. Para evitar que las cargas ﬁscales pongan en peligro
la continuidad de estas empresas se deben poner en práctica:
'a) métodos de valoración de la propiedad sujeta a trans-
misión que tomen en consideración los impuestos que puedan
devengarse sobre la renta y el patrimonio, así como los efec-
tos de la inﬂación;
’b) tasas de imposición que tengan en cuenta el grado de
parentesco o la naturaleza de los bienes que se relacionen con
el patrimonio de la empresa;
I’c) facilidades de pago tales como pago diferido en uno o
varios plazos, o condiciones más favorables ...”.
2.2.3. Consumo, ahorro y formación decapital
Algunos autores, como el académico Horacio A. García
Belsunce“, sostienen como posible que el gravamen sucesorio
“induzca a los tenedores de capital a aumentar su consumo y
disminuir el ahorro, preﬁriendo darle ese destino en vez de
dejarle al Estado una parte de su patrimonio en concepto de
impuesto”, de todos modos, el caliﬁcado tributarista concluye
que “quizá lo más común sea que el impuesto, si la alícuota
es moderada, sea neutro en cuanto a las decisiones del tene-
dor de la riqueza respecto de su tendencia al consumo, a]
ahorro o a la inversión". En igual sentido, Dino Jarach95
señala que los efectos de la existencia de un impuesto a las
sucesiones y donaciones pueden ser diversos dentro del um-
verso de contribuyentes; añadiendo que, en. algunos casos,
hombres prevísores y con fuertes afectos familiares, espec1al-
mente hacia su descendencia, estimularán su espíritu de
ahorro a ﬁn de dejar a los herederos un beneﬁcio, en deﬁniti-
9‘ García Belsunce, Horacio A, art. cit. en nota 63.
95 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, p. 736.
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va equivalente, después de pagado el impuesto, mientras que
otros derrocharán la riqueza acumulada para sustraerla del
impuesto aplicable a su muerte.
Dino Jarach consigna también que “en la economía mo-
derna el ahorro y la formación de capitales se deben —en
gran parte- a las decisiones de las empresas, especialmente
de las sociedades de capital”, por lo cual “la circunstancia de
que un grande accionista, aunque fuera el poseedor del
paquete mayoritario de la sociedad o sus herederos, estén
sujetos al impuesto sucesor-io, no puede alterar en forma sus-
tancial esas decisiones, que muchas veces están en manos de
ejecutivos desvinculados de las consideraciones de accionis-
tas respecto de sus problemas patrimoniales“. Agrega el in-
dicado profesor, que el pago del impuesto no afecta necesaria-
mente a la empresa misma, lo que sólo ocurre en las pequeñas
o medianas de carácter unipersonal, en las sociedades de per-
sonas, y las sociedades de família o de grupos restringidos,
que son en realidad meras formas jurídicas, lo que sí obliga,
en este último caso, como ya lo apuntáramos, a arbitrar
planes especiales de facilidades de pago a ﬁn de evitar disolu-
ciones forzosas, en los términos en que lo propiciara la
International Fiscal Association.
Sobre la base de las consideraciones precedentes, puede
concluirse que los efectos de la aplicación de un impuesto a
donaciones y sucesiones, no conduce a consecuencias mar-
cadamente distorsivas en el campo económico, no privan de
eﬁciencia al funcionamiento del aparato productivo, ni su
inﬂuencia sobre el ahorro, la formación del capital y los
incentivos es más severa que la generada por la imposición a
la renta o por los gravámenes a los activos empresarios.
V. MODALIDADES Y REQUISITOS PARA LA REMLANTACIÓN
DEL IMPUESTO A LA TRANSMISIÓN GRATUITA DE BIENES
A continuación reseñaremos, brevemente, las caracte-
rísticas a las cuales debiera ajustarse el diseño de un tributo
a las donaciones y sucesiones, haciéndonos cargo de la asig-
93 Jarach, Dino, op. cit. en nota 72, p. 737.
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nación constitucional de las fuentes tributarias entre los
diversos planos de gobierno, la experiencia que brinda la
vigencia del gravamen hasta su derogación en el año 1976, y
las observaciones de que ha sido objeto.
1. Plano de gobierno en el cual debe sancionarse el impuesto
Como hemos consignado (v. supra é II, pto. 1.1.), tanto la
doctrina como la jurisprudencia son hoy pacíﬁcas en cuanto a
reconocer que el Impuesto a la Transmisión Gratuita de
Bienes” constituye un recurso ordinario y permanente de losﬁscos locales, desde que se lo identiﬁca como una contribu-
ción directa (art. 75, inc. 29, Const. Nac., texto según reforma
de 1994).
A su vez, junto con las veintitrés provincias, el impuestopodrá también ser sancionado por la ciudad de Buenos Aires,
en la medida en que tal facultad no se vea restringida por la
ley del Congreso que garantice los intereses del Estado na-
cional mientras tal ciudad sea Capital de la República, o por el“Estatuto Organizativo de-sus Instituciones”, a dictarse en el
marco del status jurídico de gobierno autónomo con facultades
de legislación y jurisdicción que le reconoce el artículo 129 de
la ConstituciónNacional, a partir de la reforma de 1994.
A tal respecto, cabe advertir que el impuesto sucesorio
cuando fue legislado y recaudado por la Nación, se encontra-
ba acotado a los bienes económicamente radicados en la
Capital Federal y en los Territorios Nacionales. Es por ello,
que habiéndose procedido a la provincialización de Tierra del
Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, último territorio
nacional, y en vísperas de la organización y establecimiento
de un gobierno autónomo con facultades propias de legis-lación —incluída la ﬁscal- en la ciudad de Buenos Aires, ha
perdido fundamento, al carecer hoy de sustento territorial,
toda pretensión dirigida a la implantación de un impuesto de
tal naturaleza por el gobierno central.
También consideramos inconveniente transitar la malo-
grada experiencia del proyecto impulsado por. el_ Poder
Ejecutivo en el año 1985 (v. supra S III, pto. 10), dirigida a la
creación de un Impuesto al Enriquecimiento Patrimonial aTítulo Gratuito, legislado por la Nación e íntegramenteco:
participado entre las jurisdicciones locales. Tal modalidad,Sl
bien permite dotar de uniformidad a la regulación del tribu-
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to, debilita la autonomía ﬁnanciera y la responsabilidad
provincial en el diseño y administración de tal herramienta,
abdicando facultades en el poder central, y dando lugar a la
difundida “ilusión ﬁscal consistente en creer que los recursos
que así se obtienen, transferidos por un nivel superior que los
recauda, carecen de costo"97.
Es bueno recordar también, que ante el proyecto del Poder
Ejecutivo, la Junta de Gobierno de la Federación Argentina de
Colegios de Abogados, en su primera reunión del año 1985 ce-
lebrada en la ciudad de San Juan, se opuso a la iniciativa por
entender que afectaba la forma federal de gobierno y la auto-
nomía provincial, resaltando a su vez que “quedando excluido
el Estado Nacional de participación alguna en el producido de
la imposición —conforme al texto del mismo proyecto de ley—,
se desvirtúa el carácter de emergencia y temporario que excep-
cionalmente habilita al Congreso de la Nación para el estable-
cimiento de este tipo de impuestos que deben tener como desti-
natario al Tesoro Nacional”, agregando que la iniciativa “no
prevé en su articulado la posibilidad de adhesión por parte de
las provincias, recaudo insoslayable para incluir en un even-
tual régimen de coparticipación federal de impuestos que debe
instrumentarse mediante una ley convenio”98.
2. Coordinación y armonización tributarias
Entendemos que se hace imprescindible arbitrar los meca-
nismos para evitar dobles imposiciones horizontales, me-
diante la adopción de criterios uniformes de vinculación o
‘
atribución de la materia imponible a los distintos ﬁscos
locales —coordinación—; y, al mismo tiempo, propender, de
ser ello posible, a que el impuesto responda a un modelo con-
ceptual semejante en todas las jurisdicciones locales —armo-
nización—, conjurando los probables tratamientos desigua-
les, que si bien son propios de un Estado federal, conspiran
desfavorablemente al momento de intentar vencer las resis-
tencias que hoy se oponen a la reimplantación de un tributo
sobre las donaciones y herencias.
97 Due, John F., op. cit. en nota 73, p. 400.
95 Federación Argentina de Colegios de Abogados, Boletín Informa-
tivo del Colegio de Abogados de la Ciudad de La Plata, Año III, n" 13, ps.
58 y sigs.
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2.1. Coordinación
La coordinación ﬁnanciera se ha ocupado de los distintos
sistemas de asignación de fuentes de recursos o de distribu-
ción de ingresos.
En nuestro país, más allá del sistema constitucional de
reparto de la renta pública, la coordinación ﬁnanciera alcan-
zó su máxima expresión a partir del dictado de la Ley de Uni-
ﬁcación de Impuestos Internos 12.13999, con la cual en el año
1935 se inició en Argentina la utilización de los mecanismos
de participación o coparticipación provincial en impuestos
nacionales.
Tiempo después, se advirtió la necesidad de alcanzar el
mismo resultado —evitar las dobles imposiciones- pero, en
este caso en el plano horizontal, esto es, ante la acción fiscal
concurrente de las distintas provincias y asimismo de los
municipios.
Si bien es cierto que la delimitación territorial de las ju-
risdicciones provinciales y municipales deﬁne un ámbito pro-
pio para la aplicación de sus tributos, sin que se adviertan en
principio posibilidades de superposición tributaria al menos
en impuestos tradicionales como lo son el inmobiliario y el
aplicado sobre la radicación de vehículos, otros gravámenes
locales originaron problemas serios de superposición.
Ello ocurrió con el Impuesto a las Actividades Lucra-
tivas, creado en el año 1948 por la provincia de Buenos Aires,
el cual rápidamente se expandió a las demás provincias y a
la Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires.
Con relación al expresado impuesto —en la actualidad
Impuesto sobre los Ingresos Brutos—, los problemas que se
suscitaron fueron resueltos mediante diversos convenios mul-
tilaterales, precedidos por el inicialmente suscripto por la pro-
vincia y la municipalidad de Buenos Aires el 28-V-1953. Así
se suscribieron los convenios multilaterales del 24-V'III-1953,
del 14-IV-1960, el del 23-X-1964 y el del 18-VIII-1977100.
99 A.D.L.A., Complemento 1920-1940, ps. 558 y siga.
¡0° Bulit Goñi, Enrique G., Convenio Multilateral - Distribuciónde
Ingresos Brutos, Cap. II, pto. 2: “Antecedentes”. Depalma, Buenos Aires,
1992, ps. 13 y sigs.
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Por dichos instrumentos se arbitró un mecanismo para
resolver la situación de los contribuyentes que desarrollaban
actividades gravadas en más de una jurisdicción local, dis-
tribuyendo la base imponible para la posterior liquidación del
tributo entre todas las jurisdicciones en que desplegaban las
mismas. Por su régimen general, se tomó en cuenta el por-
centual de ingresos obtenidos y de gastos soportados en cada
jurisdicción, en relación al total de ingresos del sujeto, a ﬁn
de obtener el repartidor de base para determinar las obliga-
ciones respecto de cada Fisco.
En otro orden, el Impuesto de Sellos, tributo también
típicamente local, planteó desde sus orígenes el desaﬁo de ar-
bitrar los mecanismos orientados a evitar la doble imposición
generada por los instrumentos en los cuales los lugares de
otorgamiento y de producción de sus efectos se daban en dis-
tintas jurisdicciones ﬁscales. Si bien en este caso el profesor
Dino Jarach propició conjurar tales efectos por medio de con-
venios entre los ﬁscos implicados, en forma análoga al Conve-
nio Multilateral del entonces Impuesto sobre las Actividades
Lucrativalel, tal solución no llegó a plasmarse. De todos mo-
dos, dichas situaciones se vieron sensiblemente reducidas
mediante la introducción, en los ordenamientos legales inter-
nos de cada demarcación, de un amplio catálogo de supuestos
de no sujeción o exclusión de objeto de instrumentos otorga-
dos en ellas, en tanto su contenido económico o sus efectos era
dable ubicarlos fuera de sus límites territoriales.
De producirse la reimplantación del Impuesto a la Trans-
misión Gratuita de Bienes, se impondría igualmente, propen-
der a que se suscriba un Convenio Multilateral que resuelva
las situaciones de atribución de base imponible entre los ﬁs-
cos locales. Los casos que de ordinario ofrecen potencial-
mente la posibilidad de conducir a la conﬁguración de dobles
imposiciones son, entre otros, los derivados del tratamiento a
brindar a las cuotas, participaciones sociales, y acciones de
sociedades, ya que puede propugnarse el principio en virtud
del cual se las grave en la jurisdicción del último domicilio
del causante, o tomando en cuenta el domicilio de la socie-
dad, o ateniéndose a la radicación económica de los bienes
101 Jarach, Dino, Curso Superior de Derecho Tributario, 1' ed., T. II,
Liceo Profesional Cima, Buenos Aires, 1958, p. 475.
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que integran el activo de los referidos entes. Otra situación
de potencial conﬂicto, es la referente a obligaciones y créditos
no garantizados con derechos reales, ya que las soluciones
pueden bifurcarse tomándose en cuenta en algunos casos el
domicilio del causante y en otros el domicilio del deudor.
Cabe recordar también los conﬂictos que generaron los saldos
en cuenta corriente, caja de ahorro o certiﬁcados de inver-
sión, cuando los mismos se registraban en bancos de los
Estados provinciales, a la luz' de la pretensión de algunos
ﬁscos de extender la gravabilidad en el caso de que las sucur-
sales de sus bancos se encontraran fuera de la demarcación
territorial provincial o la del último domicilio del causante.
Otra situación difícil de resolver, ha sido la generada al ﬁjar
el valor de los enseres, muebles y útiles del causante sobre
base presuntiva y por medio del arbitrio de estimarlo apli-
cando un porcentaje sobre los restantes bienes, lo cual con-
dujo a sostener la ﬁcción de que el fallecido tenía más de un
domicilio o residencia.
No escapa a nuestro criterio, que de arribarse a un con-
venio multilateral para evitar la doble imposición en el Im-
puesto a la Transmisión Gratuita de Bienes, y para encon-
trar la mejor solución a los distintos‘ problemas de aplicación
que se susciten, también sería necesario, como en el caso del
Impuesto sobre los Ingresos Brutos, contar con un organismo
encargado de resolver los conﬂictos que se planteen.
En orden a los razonamientos desarrollados en el pá-
rrafo precedente, no hallamos obstáculo a que tal competen-
cia se asigne a la actual Comisión Arbitral del Impuesto
sobre los Ingresos Brutos. La solución se vería recomendada
por dos circunstancias. La primera, ya que en la misma se
encuentran representadas las veintitrés jurisdicciones pro-
vinciales y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires,
esto es los veinticuatro ﬁscos locales que se encuentran
haObilitados para reimplantar el tributo. La segunda, desde
que así se evitaría la duplicación burocrática que generarian
dos organismos, más teniendo en cuenta que la Comisxón
Arbitral ya está integrada por representantes, autoridades
y asesores con vasta e indiscutida versación en materia
impositiva.
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2.2. Armonización
La armonización tributaria constituye un fenómeno más
reciente que el de la coordinación. La misma se endereza a
compatibilizar los sistemas ﬁscales de los diversos planos con
potestad normativa —nacional, provincial y municipal, en
nuestro sistema institucional- en vista a la consecución de
una política tributaria, ﬁscal y económica de conjunto. Esto,
sobre la base de la observancia de cánones o propósitos inspi-
radores comunes, que permitirán concebir a todas las defmi-
ciones que se adopten en razón de su congruencia, como sub-
sumibles a un determinado patrón.
Un caso de armonización tributaria en la Argentina vino
dado con la sanción de la ley 22.0061“, modiﬁcatoria de la
Ley de Coparticipación Provincial en Impuestos Nacionales
20.221103. Por la misma, al sustituirse el inciso b) del artículo
99, referente a obligaciones de las provincias, se estableció
que no incurrir-[an en analogía con impuestos nacionales
coparticipados, en infracción al régimen, los impuestos pro-
vinciales sobre la propiedad inmobiliaria, sobre la propiedad
de automotores, sobre los ingresos brutos, y de sellos, y en el
caso de los dos últimos citados, en tanto se ajustaran a deter-
minadas características básicas enumeradas en los apartados
siguientes. En la actual ley 23.548, además de los gravá-
menes antes referidos, se dispensa, igualmente, de la posibi-
lidad de analogía, a los impuestos provinciales sobre la trans-
misión gratuita de bienes.
2.2.1. Armonización mínima
El objetivo de lograr la armonización, en términos míni-
mos, podría alcanzarse mediante la suscripción y ratiﬁcación
de un convenio multilateral sobre Impuesto a la Transmisión
Gratuita de Bienes, que no solamente se orientara a resolver
los posibles supuestos generadores de doble imposición, sino
que caracterizara alguno o todos los aspectos que seguida-
mente se reﬁeren: las transmisiones gravadas ——herencias,
legados, donaciones, renuncias de derechos, enajenaciones a
título oneroso entre herederos forzosos, percepciones de
102 A.D.L.A., t. XXXIX-B, ps. 1255 y sige.
103 A.D.L.A., t. XXXIII-B, ps. 1336 y sige.
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seguros de vida, compras para menores de edad, etc.—; res-
tantes aspectos estructurales del hecho imponible —heren-
cias o bijuelas, fallecimiento del causante o exteriorización
sucesoria, ley aplicable—; exenciones objetivas y subjetivas;
criterios de valuación de la materia imponible '—inmuebles,
muebles, mercaderías, bienes sujetos a agotamiento, bienes
inmateriales, semovientes, derechos creditorios con garantía
real o sin ella, títulos de renta, acciones, establecimientos,
moneda extranjera, usufructos, nuda propiedad, uso y habi-
tación, etc.—-; y deducciones procedentes; mínimos y máximos
de las escalas; plazos para el pago, planes de facilidades e
intereses; forma de determinación, etcétera.
Por otro lado, la deﬁnición de los lineamientos generales
del gravamen sobre la base de patrones uniformes evitaría la
tendencia a radicar las sucesiones —información sumaria de
por medio para acreditar el último domicilio del causante,
cuando éste fuera distinto al consignado en la partida de
deﬁmción- en aquellas jurisdicciones en que el tratamiento
impositivo pudiera resultar más favorable, por lo menos en
orden a aquellos bienes en que la radicación económica de 10s
mismos no se encuentre indubitablemente deﬁnida.
Igualmente, podría concebirse para las transmisiones con
bienes en distintas jurisdicciones, un mecanismo determinati-
vo único por declaración jurada a presentar por los responsa-
bles, que evitara tener que proceder a la liquidación del im-
puesto tantas veces como jurisdicciones haya con interés
ﬁscal, sin perjuicio de que el pago se realice discriminando la
suma que corresponda a cada una de ellas, remitiéndose copia
de las declaraciones a las Direcciones Generales de Rentas
respectivas, a ﬁn de que las veriﬁquen. El mecanismo de
determinación única, colaboraría al mismo tiempo, para per-
feccionar más adecuadamente la progresividad del impuesto,
e incluso a repartir con justicia entre todos los ﬁscoslocales,
el producido suplementario de la aplicación del tnbutolsobre
los bienes ubicados en el exterior, en el caso gue se decxdiera
gravarlos. Igualmente agilizaría las tramitacmnes sucesonas
evitando demoras contraproducentes, generando economías,
tanto para los contribuyentes Como para los ﬁscos.
2.2.2.Armonización máxima
. . _
El más alto grado de armonización entre las Jurisdic-
ciones locales, en la reimplantación de un Impuesto a dona-
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ciones y sucesiones, podría alcanzarse siguiendo un procedi-
miento conteste con el federalismo racional, cooperativo y de
concertación. En sus lineamientos generales el mismo consis-
tiría, sobre la base del consenso a que pudiera arribarse entre
las provincias y la ciudad de Buenos Aires, en elaborar un
modelo normativo tipo para el Impuesto a la Transmisión Gra-
tuita de Bienes a ser sancionado por todas las legislaturas.
En segundo lugar, podría estipularse que lo recaudado en
concepto de dicho tributo en todas las jurisdicciones, ingresara
a una cuenta especial, a abrirse en bancos oﬁciales o autoriza-
dos a tal fin, que distribuirían el producido en forma automáti-
ca, diaria y gratuita a favor de los ﬁscos contratantes.
El criterio de reparto se basaría en porcentajes que reﬂe-
jaran estimativamente la radicación económica de los bienes
objeto de las transmisiones a título gratuito, en los diversos
distritos políticos de la República. A tal efecto, podría par-
tirse de índices provisorios por jurisdicción, los cuales, sobre
la base de anexos de las declaraciones juradas en que los
responsables atribuyeran los bienes a las diferentes demar-
caciones, se podrían revisar los aludidos índices para años
siguientes, con una adecuación periódica, A la inversa, podría
aprovecharse la experiencia del Impuesto Sustitutivo del
Gravamen a la Transmisión Gratuita de Bienes, y distribuir
inicialmente conforme a los datos aportados en los anexos de
las declaraciones juradas, para luego confeccionar, partiendo
de dicha muestra, los índices deﬁnitivos.
Serían autoridades de aplicación, las Direcciones Gene-
rales de Rentas de todas las provincias y de la ciudad de
Buenos Aires, conformando a los ﬁnes especíﬁcos una suerte
de “Unión Federal Impositiva”.
El mecanismo determinativo operaría sobre la base de
declaraciones juradas a confeccionar por los responsables, en
liquidación única, sin perjuicio de la remisión de copia a
todos los ﬁscos en los cuales hubiera bienes alcanzados por la
transmisión, a los ﬁnes de su posterior veriﬁcación.
Las ideas preliminares antes esbozadas, constituyen el
punto de partida para un ulterior estudio más completo en el"
que, luego de evaluarse la factibilidad práctica de la propuesta,
se trataran más particularizadamente los diversos aspectos
implicados (constitucionales, jurídicos y administrativos).
Este tipo de armonización, desde ya novedosa, mostraría
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a la totalidad de las provincias actuando en conjunto comopartícipes de una iniciativa tendiente a rescatar un impuesto
que desde antiguo les pertenece, fortaleciendo correlativa-
mente el federalismo ﬁscal y dando una muestra acabada de
que son capaces de consensuar políticas tributarias y medios
instrumentales.
Es un hecho de fácil constatación que las jurisdicciones
locales han perdido, en el último medio siglo, protagonismo en
la toma de decisiones tributarias, más allá de sus reiterados
embates enderezados a obtener una mejor distribución pri-
maria en la coparticipación provincial en impuestos naciona-
les. Pareciera, incluso, que se hubieran resignado a acatar las
directivas del gobierno central o a actuar sólo a impulso o en
reacción de las decisiones previamente adoptadas por la
Nación. En tal orden, el decaimiento de la importancia y gra-
vitación de los sistemas tributarios provinciales, ha sido una
constante desde el dictado de la Constitución de 1853 hasta la
fecha, más allá de la defensa declamatoria de un federalismo
que se malogra día a día en el terreno de los hechos, y que
reconoce, en el concepto de Antonio López AguadolM, quizás
un único momento de restauraciónparcial del poder impositi-
vo provincial en el año 1948, en que se diera a luz el entonces
Impuesto a las Actividades Lucrativas.
La tendencia declinante de los sistemas tributarios pro-
vinciales a que se ha hecho alusión, y que puede verse acen-
tuada ante las exigencias de derogación, exenciones o refor-
mulación de sus gravámenes más significativos, —Impuesto
de Sellos, Impuesto sobre los Ingresos Brutos, Impuesto
sobre la Propiedad Inmobiliaria e Impuesto sobre las Pa-
tentes de Automotores—, como consecuencia del “Pacto
Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento”105
del 12-VIII-1993, insinúa como conveniente y necesaria la
reivindicación de las potestades tributarias locales, mediante
la reimplantación concertada entre todos los fiscos provm-
ciales del Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes,
para satisfacer la necesidad imperiosa de recursos y para
reaﬁrmar la intención de preservar concretamente la auto-
nomía y el federalismo ﬁscal.
10“ López Aguado, Antonio, Los Impuestos y la Constitución, Macchi,
Buenos Aires, 1976, p. 115.
"’5 A.D.L.A., t. LIIl-D, ps. 4239 y siga.
